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Introducción 

Cnan\tlo escribí mi libro "La Supremacía de la Cons­

litución y sn Defensa.-Jurisprudencia del Alto Tribunal 

Venezolano (1.870-1.940)" dejé de analizar, o lo hice muy 

some1·amente, ciertos aspectos referentes al control cons­

titucional de la Alta Corte.-De igual manera no incluí 

entonces la jm·isprudencia de ese Tribunal abarcada por 

(•1 lapso 1.864-1.869 porque uo aparece publicada en sus 

lHemorias.-Hoy he querido completar, en lo posible, aquel 

lrnhajo, y.a desde el punto de vista del análisis d.e ciertos 

¡rnntos interesantes, ya en cuanto a Ja. adición de la más 

antigua jurisprudencia sobre la materia.-Esta jurispru­

dcnl'ia fué tomada de los Libros copiadores de Acta·s y de 

/\c11erdos que figuran cu el Archivo y Biblioteca de la 

( 'orte Federal y de Casacióu.-Incluyo finalmente en este 

lihro otros dos trabajos míos: nna conferencia en el Cole­

:.{io 1fo Abogados del Distrito Federal sobre Escribanfa.s y 

ltt >i,ris!rn Público y un Discurso leído en la misma lnstitu- •

(·iún t•11 Sll sesiún solemne de 30 de diciemln-c de 1.945.

Caracas, abril de l.914i. 



Estudio Sobre Contrel 
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CUESTIONES DE DERECHO PUBLICO 

Estudio Sobre Control 

Cons ti tuciona l 

J urisprndencia de la Alta Corte Federt.1 

(1.864 - 1.869). 

La Corte, crea•ción del Constituyente. 

La creación de nuestro Supremo Tribunal, en su fun­
ción defensiva de la constitucionalidad de las leyes, data 
propiamente (1) de la organización del Estado en su forma 
federal. Si bien ésta ha sido una de las razones dadas pa­
ra explicar el ori-gen de ]a institución en América, es lo 
cierto que entre nosotros el argumento es altamente vale­
dero. En 1.811 apareció el sistenia insti:tuído exactamen­
te como en los Estados Unidos de Norte América, de don­
de la Argentina lo ha copiado (12); pero en nuestro segundo 
federali&mo. después de treinta y cuatro años de vida cen-

( 1 1 Oigo propiamente, porque el sistema existir, ya en lo Carta Funda­
mental de 1.858, que se estima como una Constitución <:entralista; 

- pero es lo cierto que en esta éooco las <:orcesiones a lo aLitonomía de 
las Provincias fueron muy amplios. 

( 21 Nada nos induce a creer -ha dicho la Corte Suprema de la Re públi­
co Argentina - que los autores de nuestra Constitución al 
sa¡v::;ionar los artículos que hacen referencia a la jurisdicción 
federal tuviesen presente la legislación españolo; antes, por el con-

trario, es uno verdad evidente que sólo pensaron en imit,:r a la Cons­
titución de los Estados Unidos en esta p:irte, como lo hicieron en 
las demás con muy pocos variaciones, y así, es a los principios con­
signados en la misma Constitución y a ia iurisprudenci,; de, aquellas 
Estados que debe ocurrirse poro conocer el alcance de esta juris­
dicción, sin precedentes legítimos entre nosotros. ( Gómez _. ·contra 
Provinda de Corrientes ( 1 . 865 1 , cita de Carlos A. Adrogue) . 
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tralista, o centro-federa-lista 1 º . . , una faz que importa analiz�-r ªci:ºJ;;za�:o:n aparece bajo nera compa1·ativa con el t 
~ . . emm1ento y de ma-nor ea'mencano y el argentino . En estos países €S índis e bl del instituto, que haya un P nsa �- para la procedenciaSupremas Cortes conocen c�so conc��to en e�a:nen! y laste. En Venezuela el r po ap�lac1on, no origmanamen­jercita en forma abstra��:rso ª: \nconstitucionalídad se e­do de conocimiento Est y an e_, a Corte como único gra­cfos trascendentales . que :· �u�stion �omporta consecuen­este estudio. ' e irnn analizando en el curso de

Un primer punto de irmport . , . nado con lo anterior, es el de sa�1�1a_, intimamente relacio­Cc,rte para conocer en esta . l ¡ s1 el J:?Oder que tiene lapliado por el Congreso c ase e n:goc1os, puede ser am-me refiero por cierto· a la�: ��1-Junc1ones ordinarias. Nopudieran se,r restringidas. p s1 I I ad de que estas funciones colisión entre la Ley ordi or9-ue aparece muy evidenrte laTal presupuesto es pues n�n� y la Carta Fundamental 
ot�o podría estimar�e co�o m�sfu{sible a priori . . Pero l�miento de que la Ley O , � e, acaso con el razona ..ver e•l pensamiento del Crgoan¡�tª lo que haría es desenvol-ns-�1 uyente. A mi juicio el poder dado a ¡. C la Constitución, es intangibl e ;0 

orte en la materia pornE:s _en este caso son paxite del· ,n ef�to, las atribucio­er1gido a la Corte en un , compronnso federal, que hader Federal, sino de los ;:t��no de �on�r<:l,_ no sólo del Po­La Corte es el instrumento os y . unic�p1os de la Unión.a .todos los Poderes en la órrt �xcelenc1a para. mantenerpoder de la Corte e�ana pue1 ad le Csus _atri-buciones. El__ ' s, e onsbtuyente. (3). 
(3) Esto es la jurisprudencia nortoomeri Marbury contra Madison e d d 

cana, especialmente en el caso so carece de foc"ftades 'pa�a ;�p�· se 
l
ho establecido que .el Congre­tre nosotros, la, cuestión present 

rar . os �oderes de fa Corte. En-
Corte Federal y de Cas •, 

a un rnteres •octual. A mi juicio fa 1 1. . . ac,on carece de fo lt • · a co rsron de fas leyes nacionales f 
cu odes p¡¡ra con_ocer de

( V, m, monografía 'lla S , y os Ordenanzas Munrcip:ifes ") L upremacra de la C t·t • • · 
.sa . a Corte ha, mantenido u;i . . º?s I ucron y su Defen• 
de 28 de diciembre de 1.937 M od

r u;•s�i�dencra vacil,onte. (V. fallos 
Memoria de ¡ 940) N' · _e : .' Y 16 de marzo de J.939 
¡ ' · o se sr p.i 1 ' a Ley Orgánica de r C · 

ra ·reso ver· fo cuestión ha .itribuído esto compe�en . arte . Federal Y de Casació� era •a la Cort.e, ampliando fas 
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,Carácter de ¡a acción de nulidad. 

La acción en demanda de inconsti:tucionalidad de unaley o de otro acto del Congreso, o ·en general de cualquier­acto de los Poderes Públicos, es ejercitahle de manera po­pular, es decir, sin otro interés. puede ser, que el interés mü:imo de la reguJ.aridad de la legislación. Este postula­d-o aparece de numerosas decisiones. 
Hay que establecer, no obstante, un distingo sobre elpunto, como lo ha hecho la Corte en dos decisiones impor­tantes. Ha dic-ho el Supremo Tribunal: "Que el fin prin­dpal de la solicitud de que se trrata es la declaratoria de nulidad de actos que se alegan han lesionado derechos pri­vados, y por tanto no debe entrar a resolverse tal cuesitión ,sin que sea promovida por quienes legítimamente tuvie-·sen los derechos que se dicen lesionados" (15 de marzo de 

1.910, Memoria de 1.911). "Que no habiendo habido usurpación de atribuciones en la Resoluicón del Ministe­rio que negó la solicitud de inscripción de la niña Z. Z., las acciones que pudieran ej•ercerse contra elacto e�resado de aquel funcionario no serían populares, sino individuales, no pudi,endo en consecuencia ser ejerci­das por cualquier ciudadano , sino por e-1 tirtular mismo del derecho, o po •r su legítimo representante, o por su apode­rado �nstituído le·galmente". (Sentencia de 12 de agos­
to de 1.941, Memoria de 1.942).

El criterio de la Corte es, pues, que cuando el acto se ataca por haber lesionado derechos privados, debe ser ac­cionado por quien tenga interés. En el caso del primer fallo se pretendía la nulidad de dos artículos del Código 

de Min•as de 1.904 y conjuntamente de una ResoluciónEjecutiva que dedaró caducas varias concesiones mineras.
El distingo existe ciertamente, y en acasiones el intér·prete tiene que ser sumamente sutil para señalar con exac-

facuftades concedidas a nuestro Supremo Tribunal por el Constitu­
yente. En concreto la Constitución expresa que so11 facultades de 
fa Corte: "Declarar cual es �: ley que deba prevafec�r cuando se ha­
fle.n en colisión fas r>::iciona!es entre sí o éstas con las de los Esta­
dos ... "".Y lo Ley_: "Declarar cual es fa Ley que ·deba ·. pr�valecer 
c1:.10ndo- se hallen er. -c:oiisió:i fa� .nacionoles.-entr-e sí o éstas con fas 
de los. Estados o COfl las de las M11ltÍcipalidade1; ... " Comp. ortícu­
·10"· 128, inciso 1 O constitucional y artículo'?',>, i:nciso 1 O de lo Ley 

Orgónic11 citado) . 
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titud la zona que delimit� el m· t , 1 · t · eres general v abstract e m eres pa:rticular Y concreto. • D y 

El Recurso conti-a las. Decisiones Judiciales.

te im�::ti�!��:s 
c��;J
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d
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nes de ella en cualquiera d SaJ 
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riable. , 

e se ia mantenido uniforme e inva-

Con rnspecto a la se d .. 
ten_ido una negativa con&f
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a c�:stion. la Corte ha sos� 

tena, en especial, el fallo d 17 d 
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de 1.939, que contiene , 
e
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la Alta Corte Federal y de 1, e 
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d
es e a -�xrstencia de

bunales distintos So 
. t a or e e Casacron como Tri-. , · · n m erernntes al respecto 1 d -s1ones de a de marzo de 1 894 M d - . as ec1-

de l.913, M. de 1.914 y 12 · de juli� ;� �-.�;\ M. �: T.;���
Ya en mi modesta mono f' "L 

· 
, 

Com,titución y su Defens 
,, gra ,1a . a Supremacía de la

siones judiciales no pued: 
, hab:a . apuntado que las deci··

unilateral de nulid�d si 
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l1111idad se podrían sintetizar así: a) que no se podría con­
\'('rt.ir un asunto de naturaleza contenciosa, en otro no 
"ºntencioso; b) que ;kl nulidad de los fallos tiene su proce­
dimienito paU!tado en el Código de Procedimiento Civil, y 
('·, que por tanto tales cuestiones son completamente ex-
1 rañas a las funciones de este Tribunal en S-ala Política 
y Administrativa . 

Hasta medi,ados del año de 1.941, la Corte Federal y 
<le Casación habfa deriv,ado su competencia, .en asuntos de _ 
la categorría del considerado, en la parte -del inciso 11 del 
artieulo 123 de la Constitución Naci:orral que establece la 
!acuitad de declarar la inexistencia ''en general, de todos
los actos del Poder Público violatorios de esta Constitu­
ción", <tal como puede notarse de las decisiones de 16 de
abril de 1.937, M. de 1.938; 15 de enero de 1.938, M. de
1.939, y 30 de abril de 1.941, M. de 1.9412, fallos anulato-­
rios. los dos prinneros, de sentencias de 1-as autoridades del
Trnbajo, y el último de decisiones del Tribunal Superior
de Hacienda. (4).

U,litimamente, el Supremo Tribunal de los Estados ha 
de:::-i.va'do su competencia del mismo -indso, pero en razón 
de emanar el ad,o de Altos Funcionarios de los Estados; 
en el caso concreto, del Juez Superior del Estado Anzoá­
tegui. Y en consecuenda, la Corte Fedel"al y de Casa­
ción, en Sala Políitica y Administrativ,a y por fallo de 1 <.> 

de diciembre de 1.942, M. de 1.943 en e1 juicio sobre una 
servidumbre de paso, dec1aró írrita la sentencia del men­
cionado funcionario. En la decisión de la Corte salvaron 
sus votos los Ministros naturales doctores Héctor J. Mon­
tero y Alberto Díaz. 

(4) En este fallo, la Corte c,nuló las sentencias dkt>:das ¡:,cr el Tribunal 
Superior cie Haciendo de fechas 17 de octubre de 1 .939 v 20 d, mar­
zo de 1.941, en las cu�les se confirman les reparos fc�mulados por 
la Sal3 de Examen de la Co!ltralorío General de la Nación a la Com­
. paiiía de Petrólec. Lago. La Corte consideró que se trotaba de actos 
del Peder Público violotonos cie 1<1 Constitución, conforme al inciso 

11 d'el artículo 123 cie la Carta Fundamental. Quizá ki nulidad 
de est;, decisión es más explicable. Con efecto, en los casos de re· 
paros no se puede hablo, propiamente de sentencias, ya que lo de­
cidido por el Tribunal Superior de Hacienda, no ere:. estado. Téc­
nicamente, es la Administración misma la que dictamina sobre la 
r·rocedencia, o no del reparo. Este criterio es -el expuesto por lo 
Corte Feder'"I y d€c Casatíón en su sentencia de 22 de n,.:yo de 1.940, 
M. de J. 941 , Sal.:, Federal. 
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Los razonamientos establecidos por la Corte Fooeral 
Y de Casación sobre su competencia en este orden de cues­
tiones, se pueden sintetiz-ar así: Que si bien el postulado 
"donde Ja ley no distingue, el intérprete no debe distin­
guir" tiene salvedades y restricciones, tales salvedades no 
pueden _ac�p�arse sino por imposición categórica de más 
altos prmc1pros, y que por tanto, es irremediable en el 
caso mantener l".1 lex en su alcance literal; es deciT , que 
cuando la Cons1t:J1tuc10n se refiere a Altos Funcionarios de 
los Estados tal concepto abarca también a lo:s Jueces de los 
·mism�s 9-ue las leye� �stadales le asi,gnen esa categoría; y
que si b1en en el Cod1go de Procedimiento Civil se repri­
me, en el recurso de Casación, }a usurpación de funciones
por parte de los jueces de instancia, el constituyente, al
di�tar la Constiituci?n d_<';l año de 1.936, donde aparece por
pnmer•a vez la atribuc10n de anular por este recurso las 
decisiones de los Altos Funcionarios de los Estados que
usurpen abribuóones, incluyó esto último deliberadamen­
te, y por _tanto, creó este recurso también para los fallos
de los �ibunales .. La Corte estima finalmente que la 

_ usurpac10n de funC'lones es materia prop�a del derecho pú­
blico, por lo que, la Constitución la ha colocado en su si-
tio lógico.

. Hay m:i primer argumento capital que contraría la
tesis sostemda por la mayoría sentenciadora de la Corte.
Este argumento surge de la naturaleza misma de la Ins­
ititución que crea el recurso jurisdiccional de la constitu­
cionalidad de las leyes. Históricamente en nuestro de­
recho público, tal recurso fué establecido' por la Constitu­
yente de Valencia que á:tribuyó a la Corte Suprema de

.Justicia la facultad de anular 'los actos legislativos san- ·
cionados por las Legislaturas Provinciales cuando
fueran contrarios a la Constitución. . Si bien en
el tiempo las C-onsti.tuciones Venezolanas que sucedieron
a ésta han ido ampliando el poder de la Corte en este :ra­
mo, el Constituyente ha aludido siempre e inequívoca­
me�te a actos legislaitivos, ejecutivos y administrativos de
caracter general o de coooecuendas generales. La lec­
tura de los textos pertinentes conduce a esta conclusión

· Primero el Constituyente temió la intromisión de la�
Asambleas Provfociales en materias que no fueran de la ,
compstencia de éstas, y trató de mantener así la armonia
política del Estado. Una larga pugna, a través del tiem-
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po, de que son expresión real las �úlitiples dec_is_i?nes de

la Corte ha demostrado la prudencia de la prev1s10n. Des­

pués se temió la ruptura del equilibrio po:r actos, tanto_ de

las Asambleas como del propio Poder fedeml; poster10r­

mente, además, la protección y garanba �e l�s derech_os

individuales por actos de los Poderes Legislativos Y_ E1e-

cuti'V'OS. La ;misión de la Cor•te en este _orden de ideas

tiene siempre un carác1ter de alcance c?lec_hvo:. es el poder

por excelenóa defensivo de la consbtuc1onahdad de las

leyes y de la armonía política y administrativa, de. l�s_ po­

deres del Estado. Este poder resulta tanto mas log1co, Y

el argumento aparece ,tanto más claro, cuando como en

Venezuela el Estado es Federal. La Corte ha dicho e� sus

decisiones de 2 de agosto de 1.877 y 8 d: �gosto del mismo 

año (y ha:bia sido ésta la doctrina trad?c10nal) que no t<::
nÍ'a competencia para conocer por la via �e! re.curso rm1_
lateral de nuHdad, cuando como, en las h1potes�s contero 

piadas, se trataba de conflictos de intereses pnvados, no

de leyes. (Memoria de 1.878\. 

y es que en 1-a-s Naciones donde ha ex:igt;ido semejan­

te podeT de control en forma parec�d� a la nuestra, t3:l _co?­

trol se ha extendido -a mantener umcamente el eqm�bno

de los intereses superiores y ,generales. T'a} es, a mi E:n­

tender la legislación de Suiza, como lo fue en �ustria!
Oheco�slovaquia, AlMJ:ania , España. Tal es, ser¡un m�
criterio, 1a in1teligencia que se da en Cuba a tex:tos �?n em 

plrios -como los artículos 38 y 84 de la Consbtu�10n Na-

cional. 

El Ministro Montero dijo claramente: "Las relaci?nes

y vinculaciones privadas cr7ad-as por un proceso_ no, mte­

resan directamente a la sociedad, y no afectan smo a l_as

partes en él; por lo C'llal, el Alto T-ri'bu113� Federal no be­
ne ese amplio poder de censurar por rr.ied10 del re�urso de

inconstiitucio:nalidad ejercitado por qmen no ha sido par­

te en el juido las sentencias de los Tribunales de los Es­
tados, a menos' que milite un interés superior nacional ... "

� ·: 
En otro orden de ideas, el principio de que cuand� la

ley no distingue, no debe distinguir el Magistrado, e� ma­
plicable, por la naturaleza de las cosas a la ma�e�ia e:i
cuestión. Si como lo pretende la Corte, al no d1stmgmr
la Con�titución Poder Público se debe entender éste cual-
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qu!era que sea Y en cualquiera de sus manifestaciones ha· 
bna que aceptar que cuando el Ejecutivo Federal cel�bra 
ui: contrato de interés nacional, no sería menos Poder Pú­
bhco, Y por tanto, de haber usurpación de atribuciones 
procedena demanda-r la nulidad de ese acto por la vía uni: 
lateral. Sin em�l:}argo, tal procedimiento no �ería correc­
to, _Y la Corte ha ·afirmado su incompetencia en esta hipó­
tesrs de manera tradicional, como aparece de sus fallos de 
15 de abril de 1.880. M. de 1.881; 4 de julio de 1.895, M. 
de 1.896; 20 de octubre de 1.897, M. de 1.898; 12 de mar­
zo de 1.934, M. de 1.935; 5 de mayo de 1.937, M. de 1.938, 
y sobre todo, el fallo de 10 de agosto de 1.938 M. de 1 939 
q'-!e expresa: "Son los actos -unilaterales de '10s Podere; 
Publicos en ejercicio• de su propia autoridad los que pue­
den ser declarados nulos y sin contención por esta Corte 
cuando ello,., violen algún precepto conmiitucional o cuan: 
do sean contentivos de una usuparción de atribuciones o 
de autoridad. Pero cuando las mencionadas Entidades 
proc��en como personas jurídicas y celebran alguna con· 
venc1on capaz de engendrar derechos y ob'lrgaciones recí­
procos entre las partes, o c_uando se obliguen de cualquier
º�;'º modo, . todas las cu�_stiones sobre nulidad, i.nterpreta­
c10n, caducidad, resolu�1on, alcance, ejecución y todas las 
-otras que pueda� surgir a consecuencia o con ocasión de 
aqu�llas convencwnes, deben ser ventiladas en juicio con-
tencioso ... "

��y un tercer a,rgumento expuesto notablemente por
el Mm1stro doctor Diaz: Si la Corte tuviera la facultad de
anular-, en la forma en que lo 'hizo, los fallos de los Tribu­
nales de los Estados, se iría "contra la soberanía no dele­
gada, contra la competencia que expresamente se reser­
v�ron los Estados en el artículo 17 del Estatuto Constitu­
c1on�l, de no �?meter los fallos de sus Tribunales a otra
medida o sanc10n que no sea la revisión, por medio de los
recursos que establezca la ley y con los efectos que ella
paute" "De manera -sigue diciendo e'l doctor Díaz­
q_ue esta Co�e no puede ejercer la atribución 11 � del ar­
ticulo . �23 smo con acatamiento o dentro de las Bases de
la ?"?ion. de lo ��utado en ellas, fundamento jurídico-,. 
poht1co de la Umon venezolana. Y ·una de las cláusulas
de ese �<l:cto e�_ la a'hsoluta autonomía e independencia de
1a admm1st�a-c10n de Justkia en los Estados que. confor­
me a conocida frase, nace y muere en ellos. Las decisio-
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nes de sus Tribunales, sus actividades, no tienen por parte 
de -este Alto Trfüum�! otra tutela o control sino el que 
emana del recurso de Casación o el de nulidad cuando no 
se cumple la doctrina establecida en la decisión de aquél". 

No obstante la certeza de que graves razones jurídi­
cas determinaron a la mayoría sentenciadora de la Corte 
a decidir en la forma expuesta, estimo que ha habido un 
error judicial al interpretar una vez más en forma repug­
nante a la finalidad del Pacto la preceptiva de la Consti-
tución. 
Desistimiento de la acción. 

En un sistema como el venezolano presenta más di .. 
ficultades saber si de la acción de nulidad intentada ante 
la Corte, .puede desistirse. En otros países el problema 
es más fácil y claro, pues siempre se requiere la existen­
cia de un interé!? individual, y desaparecido éste, no hay 
propiamente materia sobre la que deba basarse la deci­
sión. "Podemos señalar así la situación -dicen comen­
taristas del derecho uruguayo- que jurisprudencialmen­
te ha consagrado esta Corte de considerar la necesidad de 
la existencia de un interés actual de la parte interesada 
que le dé libertad de desistir el recurso cuando haya desa­
parecido ese interés, dándole a la presentación de aquél 
el carácter de un derecho subjetivo, que nunca deja de 
ser, tal". !5) 

Consigna, por el conitrario, la jurisprudencia de nues­
tra Corte, que de )a acción, en principio, no se puede de­
sistir, aunque, como aparece de la decisión que luego se 
leerá, ello comporta ciertos temperamentos. El asunto se. 
planteó ante el Alto Tribunal en 1.940, en el caso de una 
demanda de nulidad de una confiscación decretada por el 
Estado Carabob_o. La Corte dijo: "Ya para sentenciar es­
te asunto los doctores z. Z. retiran el procedimiento ... 
y por escrito opónese el ciudadano Procurador General 
del Estado Carapobo a didho retiramiento. Al respecto, la 
Corte, no obstante este retira:miento está en la necesidad 
de sentenciar el caso, porque aunque es cierto que este 
;isunlo no es contencioso y que, como tal, no está sujeto 
l '.i) Eugenio V. Baroffio y Jorge Zerbino Cavajani.-La lnconstit-ucionali-

dad de los Leyes en lo J urísprudencia Nacion,al. 
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en su sustanciación y decisión a ninguna ritualidad proce­
sal, le son aplicables, sin embargo, 1as reglas pertinentes 
del procedimiento civil, por lo cual el Tribunal toma en 
cuenta la intervención del Estado Carabobo en razón del 
interés que tiene en la confiscación y de la contestación 
que a las soliciitudes ha dado por medio de su represen­
tante legal; porque sentado esto se hace necesaria la a­
nuencia de dicho representante estatal para los expresa­
dos retiramientos, mayormente en el caso concreto en el 
cual este funcionario se opone al susodicho retiro; y por­
que finalmente, juzga la Corte que son de orden público 
o de acción pública las demandas en referencia, proce­
diendo, por tanto, su consideración y determinación aun
de oficio, salvo que el sujeto de la confiscación conviniera
en ésta por acto expreso". (6).

La acción ejei·cida de oficio. 

He creído siempre que de la acción de nulidad no pue­
de conocer la Corte Federal y de Casación de oficio, por­
que ello no le está atribuído al Alto Tribunal, ni por la 
Constitución, ni por la Ley que organiza sus funciones, y 
en atención asimismo de que la función ordinaria de los 
Tribunales en materia no represiva es la de proceder a ins­
tancia de parte. La Corte ,ha declarado lo contrario en 
varias decisiones de los últimos tiempos, como puede no­
tarse de la sentencia citada inmediatamente antes. De 
igual modo la Corte declaró de oficio la nu'lidad de un ar­
tículo de su propia Ley Orgánica en su fallo de 4 de abril 
de 1.942, Memoria de 1.943. 

(6) Sentenda de 2 ce julio de 1.940, Memoria de l.941.-En est•o parte, 
ambigua y confusa del fallo aludido, se sostiene que la acción, por 
tener que considerarse aun c!e oficio, no puede retir,3rse; pero se ad· 

rnite que estandc, de acuerdo las partes, ello puede hacerse. Lo Cor• 
te alude, por lo demás, al artículo 206 del Código de Procedimien· 
to C,vil, en virtud del cual "si el desistimiento se limita al procedi­
miento, no puede efectuarse sin el consentimiento de la parte con­
trari::;; pero el demandante puede retirar su demanda sin este con· 
sentimiento antes del acta de la contestación, salvo al demandado 
su derecha par ra.zón de retardo u otro motivo, si hubiere lugar a 
ello", Este artículo es aplicable, con toda evidencia, según •�parece 
del contexto del misma, a los asuntas contenciosos únicamente. La 
Corte equipara estos procedimientos unilaterales de nulidad a los 
contenciosos, cuando un interesado se ha hecho oi r en l.:1 instancia. 
En todos respectos, a mi juido, este folio es muy criticable. 
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•La inconstitucionalidad, esencia del acto.

La inconstitucionalidad de las leyes o la colisión en· 
tre ellas, debe surgir de su propia esencia, de 1� _v!rtuali­
dad mater�l de las misma�. En 1.919 se . sohc1!º. ,de la
Corte Federal y de Casacion que declara�a .la cohs1on �e 
un artículo de la Ley Orgánica de los Tribunales ,del D1s­
tri:to Federal "en el sentido de la interpretación que se 
le da" según el solicitante. La Corte dijo que en la soli­
citud se le pedía le ejercicio de una facultad de que no es­
taJba investida por el Constituyente "porque la interpre­
tación doctrinal o judicial no constituye ley". (Senten· 
cia de 20 de marzo de 1.919, Memoria de 1.9120). 

Valor de la declaratoria de la Corte. 

En el derecho norteamericano la Corte _Supre�1a �o
anula la ley erga omnes, sino que declara su mconstituc1?­
nalidad con relación al caso concreto en examen. Sm 
embargo, como lo apunté en otra ocasión y como �parece 
de la exposición de los tratadistas, es tal la autoridad. d�
sus fallos y lo constante de su jurisprudencia q�e decidi­
do un caso de aplicación es seguro que los analogos se­
rán resueltos en la misma forma. 

En el derecho patrio, por el contrario, la Corte anula 
la ley para todos los casos. Este principio, que surge co· 
mo consecuencia del sist€i:tna jurídico venezolano,- ha sido 
expuesto muy enérgicamente en numerosas decisiones por 
el Alto Tribunal. Así la Corte ha dicho: "La Corte Fe· 
-deral y de Casación está en el grado más alto de 1� _jerar­
quía judicial; la cosa juz;gada por �11�, aun surpomendola
errada en doctrina, es siempre la ultima palabra del Po:
der Judicial, contra la cual no pueden n�da en dere�ho: m
e1la misma, ni los otros dos Poderes. Siendo una mstitu- ·
ción federal, con atribuciones exclusiva,s pa�a anular _erga
:0m

1
nes las leyes y los actos �el Poder Publico que, v10len

la Constitución, esto la constrtuye en sab_era�a mterp�et�
del texto constitucional y de las leye� o�dmarias y en uni­
co juez de los actos de los Podere� Pubhc�s y �e los Altos
funcionarios del Estado. Cualqmer func10nari?, par ele­
vado que sea, cualquiera de los otro_s �oderes Pu��1cos que
pretenda hacer prevalecE:r su pr�pia. �terpretac1on �e la
lt'Y sobre la interpretacion y apllcac10n que de la misma
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haya hecho esta Corte al decidir o resolver algo sobre el 
mismo asunto, usurpa atribuciones y viola la Constitución 
y la.s leyes de la República". · (Noviembre 17 de 1.938, Me­
moria de 1.939). 

En sentido inverso, declarada nula una le¡,- deja de 
tener toda virtualidad, y por tanto, nadie le debe obedien­
cia. Este postulado, de elemental entendimiento, ha sido 
expuesto con igual vigor por el Alto Tribunal venezolano: 
"En los asuntos de la naturaleza del presente relacionados 
con la organización del orden público, la sentencia que de­
clara la nulidad de una ley tiene efecto contra todos los 
venezolanos y extranjeros en el país_, quienes no pueden 
invocarla en su favor, ni están obli,gados a acatarla, y que 
del propio modo están obligados a acatar y cumplir las le­
yes que la Corte considera válidas". (Sentencia de 15 de 
julio de 1.909, Memoria de 1.910). 

En el derecho venezolano, los jueces en general de­
ben dejar de aplicar la ley que a juicio de ellos aparezca 
como in�ons��tucional; o en otros términos, deben aplicar 
la Constit1_1c1?n �on p�eferencia. ( Artículo 79 del Código 
de Proc�du�nent? C1v1ll .. Pero es evidente que decidida la con?trtuc1onahdad por la Corte Federal y de Casación, 
los Tribunales no pueden dejar de acocrer esta declarato­ria. La i1;1�erpretac�ón_ 

de la Corte pre;alece, y limita ene?ta cues�10n e� arbitrio de los Tribunales judiciales infe­riores, e mclus1ve el de ella misma. (7). 

_Dic:ho I?ri?cipio, claro está, no debe acogerse sino ensus Justos ürmtes, y los Tribunales tienen tnda su ampliafacultad para aplicar el derecho a los hechos discuíidos probados. · Y

17 J En el juicio Banco CEcntrol de Yen°:.:uelo rontra el Banco y ¡ d C , · . :. - - enezo ano e red1to, _el Tnbu_�o! de Comercio ¿el Distrito Federal, constitui-d_o con asocia_do5,_ d1¡0 al respecto: "En presenda de es:i declarato­ria ( de cnnsMurnma 1 ,dad de la Ley de Banco Centra 1) este T · b -1 . 1 r .. d ' , n u na. niega a ap 1cac1on . e. ort1cu/o 79 del Código de Procedimiento C_i�!I. a los efectos_ sol1c1tados, y absteniéndose de entrar O :hacer Mol1s1s alguno tendiente a fijar criterio sobre la inconstituciona!idad 
?legad�, declara expresamente que los refe�idos artículos no son incanstituc1onale_s, n1 pueden ser considerados como t-:iles, en vir­tud de la autoridad erga cmnes inherente <l la precitada sentencia de la �orte Federal _Y d_e Casación que tiene que ser acotado por es-

le TnbLJnal con prescindencia de toda otra consideración" (Sen-· 
tencia de 21 de obrrl de 1. 942). 
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Caducidad de la acción. 

La Constitución de 1.931 consignó, por primera vez, 
un precepto referente a la caducidad de las acciones de 
nulidad. Es el contenido en el aparte primero del inciso 
12 del artículo 120, que dice: "La acción en declaración de 
nulidad de un acto administrativo por ilegalidad o abuso 
de poder caduca a los trece meses, contados desde la fe­
cha de la publicación de dicho acto. La ilegalidad, como 
excepción, puede oponerse siempre". (8) Este texto fué 
modificado por la Constitución vigente, manteniendo la 
declaratoria fundamental, pero condicionándola. A letra 
dice así: "La acción en declaración de nulidad de un acto 
administrativo por ilegalidad o abuso de poder caduca a 
los trece meses, siempre que por dicho acto no se haya vio­
lado ninguno de los principios, garantías o derechos con­
sa•grados por esta Constitución. La ilegalidad del mismo 
acto como excepció_n, puede oponerse siempre". (Artícu­
lo 123, inciso 11, aparte primero). 

Las razones fundamentales para la introducción de 
este nuevo precepto, fueron expuestas por el Ministerio 
de Relaciones Exterior.es en 1.932: "Otra de las reformas 
que entonces se introdujeron (en la Constituci-ón de 1.931) 
y que es pertinente considerar aquí, en particular, porque 
eventualmente puede relacionarse con las actividades pro­
pias de este Departamento, fué la del artículo en que se 
determinaban las atribuciones de la Corte Federal y de 
Casación, y que consistió en agregar a la atribución duo­
décima, el siguiente párrafo (aquí el aparte antes cita­
do)''. 

"Varias son las razones que justifican esta innova­
ción: 

"La suerte de los actos administrativos no debe de­
pender indefinidamente de contingencia tan grave como 
es la de que sean atacados de nulidad, y mucho menos 
cuando esta nulidad es absoluta, y por tanto, equivalente 
a inexistencia. Tales actos crean de ordinario situacio­
nes jurídicas individuales, sobre las que se construyen con 
frecuencia otras nuevas, y así sucesivamente. El mal que 

( 8 1 En �us tesis de grada el doctor Tomás Gibbs ha-ce una acerba <:rítica 
al precepto, la que, por su generalidad, no comparto. 
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entonce.:; causa la decíaración de nulidad es de -tanta im­
portancia que sin disputa sería preferible, cm beneficio de 
la paz social, mantener el acto viciado antes que provocar 
el derrumbamiento de las situaciones que sobre él se ha­
yan construido. Con sobrada razón se ha dicho que el 
derecho, antes que ciencia formal, es ciencia social". 

"Hasta aqueli.a fecha los actos administrativos vicia­
dos de usurpación, abuso. o desviaci.ón de poder, incom· 
petencia y violación de ley expresa, habían sido conside· 
rados por nuesh:a leglslación como nulos radicalmente, y 
la juri.sprndcncia de la Corte de Casación consagró en re· 
petidas c::asiones ese concepto; pero recientemente el mis· 
mo Alfo Tribunal, en un juicio promovido con aquel ob­
jeto; hubo de admitir la prescripción del acto administra· 
tivo impugnado, por analogía con lo que dispone el Códi­
go Civil en caso de nulidad de convenciones privadas, cri­
terio éste muy discutible y capaz de originar controver­
sias por la vía diplomática". 

"Para evitar incidentes de esta especie; para que los 
jueces puedan motivar sus decisiones en un texto legal 
expreso; para poner diques a reivindicaciones tardías de 
las cuales pudieran presentarse múltiples casos, y para su· 
plir en parte .siquiera la falta de una Ley de lo contencio­
cioso-administrativo, prevista en muchas de nuestras an· 
teriores Constituciones, pero que nunca ha llegado a dic­
tarse, la reforma contenida en la actual no sólo es necesa­
ria, sino indispensable, y constHuye una garantía tanto de 
los intereses de la administración como de los privados". 

"En otras legislaciones se halla análogo precepto, con 
lapsos de caducidad más cortos que el sefialado en el pá­
rrafo preinserto; y en cuanto a la declaración de perpe­
tuidad de la excepción de ilegalidad que éste contiene es 
justo y conveniente colmo garantía de los derechos legíti· 
mamente adquiridos". (El Libro Amarillo de los Estados 
Unidos de Venezuela, 1.932. Volúmen Primero. Ex.po­
sición.-Páginas LXXV·II y LXXVIII). 

Es conocida en doctrina la gran discrepancia que hay 
entre los autores (9) para definir con precisión el acto ad-

(9J V. sobre el partic: .. dar Santi Romano, Corso di Diritto Amministrativo. 
B el�a. Rafoel.-Dere-e::hc Administrativo.-Her.n6ndez Ron, J. M. 
T�:itado Element;il de Derecho Administrativo, etc. 
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lllinistrativo; pero entiendo que la Constitución venezola-
11a ha querido �eferirse _en _el caso al pro_mmc_i�mi�nt? _de
la administracion constitutiva de una situac10n Jund1ca
<':;pecial. Tal parece deducirse de la exposición que an· 
lt•::c:le. 

Se preaunta si el principio en referencia es aplicable 
a todos los 

O 

actos administrativos, o si sólo a aquéllos na· 
ciclos con posterioridad a la vigencia de la Carta de 1.931. 
J ,a Corte Federal ha resuelto el caso de una manera ª?"
soluta v en su sentencia de 2 de abril de 1.935, Memoria 
;,c 1.9

1

3{3 ha dicho que "debe aplicarse la expresada san­
<'ión de 'caducidad a la. acción de nulída� <;Ie I1:-s Resolu­
<•iones impugnadas (Resoluciones del M1msteno de Fo­
mento) no obstante haber sido publicadas en 1.930,_ con
anterioridad, por tanto, a la Carta Fundamental_ vig�nte 
que ha consagrado dicha sanció�, sin que _ello _11:1phque 
que se le acuerde efecto retroactivo a lA d1spos1c10n. del
mencionado artículo 120, y que la sanc10n de caducida� 
a que se contrae el mencionado artículo 1120 de la C�nsh· 
tución Nacional, es una dispos ición dicta�a _en materia_ de 
procedimiento, en cuanto fija el tí0mpo habil para el eJer· 
cicio de determinadas acciones, y esta clase de leyes se 
aplican desde que entran en vigencia, au� en los procesos 
que ya estuvieren en curso, pues fa. caducidad es de orden 
público, produce de pleno derecho sus efe�tos, Y como �an· 
ción penal que es no puede ser renunciada- suspendida, 
ni interrumpida". 

El doctor Aníbal Sierraalta Tellería, Vocal de la Cor· 
te sostuvo en esa oportunidad, en un voto en disidenci�, 
q�e la caducidad _no podía aplicar_se sino a los �cto�, naci­
dos con posterioridad a la vigencia de la Constituc1on de_ 
1.931. "La tesis de que la disposición citada (dice el Vo­
cal) es una ley de procedimiento que se aplica a los nego· 
C'ios en curso, en el estado en que éstos se encuentren, _ca·
rece de consistencia desde luego que las normas. constI!u·
('ionales no son disposiciones procedimentales, smo prm­
cipios generales que rigen la organización superior d�l 
l•�stado; ni la caducidad misma en el caso de autos consti-
1 uyt' una manera de proceder, sino un ténnin? fatal para 
c•xl.inguir un derecho por el transcurso del tiempo. Las 
disposieiones de procedimiento no modifican lo ya obra· 
do, sino que comienzan a producir sus efectos desde que 
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entran en vigor sobre los actos que en adelante ocurran 
durante el curso_ d�l- proceso, lo contrario sería aplicar
falsamen�e el prmc1p_10. de la retroactividad de las leyes
en materia de procedmuentos". 

�a C??dición impuesta a la sanción de nulidad por la 
Constituc1on de 1.936, reduce de tal manera el número de 
los. actos �dministrativos som.etid"os a dicha sanción, que
casi le qmta toda virtualidad. Con efecto una declara­
ción de principios superio�es, .�e garantías individuales y
de derechos, son la Conshtuc1on, y las leyes ordinarias 
que encuentran en ella su raiz y su origen. (10). 

AGUA CORRIENTE 

1.-El uso de toda agua corriente para las necesida- , 
des comunes de la vida, es de derecho natural, como el 
del aire que se respira, "naturali-jure communia sunt aer, 
aqua ,profluens". Bajo este aspecto, el agua corriente es 
una propiedad pública, inalienable e imprescriptible, por­
que es de su esencia el quedar siempre en común. Las 
concesiones mismas que de ellas se hagan, no son sino ac· 
tos de policía y de administración, revocables cuando no 
subsistan ya los moti,vos porque fueron hechas; o cuando 
las circunstancias exijan disposiciones diferentes y aun 
contrarias. No ·hay enajenaciones absolutas; no son, ni 
pueden ser, más que concesiones precarias, facultades re­
vocables, cuando lo exijan el interés y las necesidades pú­
blicas. Conforme a estos principios, así expuestos por Go­
yena y otros jurisconsultos, todas las legislaciones de los 
pueblos cultos han sujetado la materia de aguas, delicada 
y excepcional por su naturaleza y trascendentales conse­
cuencias, a disposiciones particulares, muchas veces va­

riables y cometidas a la jurisdicción de la policía, sobre 
todo en cuanto a su uso y distribución. 

En el mismo sentido han procedido sin alteración Ve­
nezuela y España, como lo convencen las disposiciones si­

guientes. (Aquí la Corte hace alusión a la Ordenanza de 

( 1 Ol V. ol r¿specto sentencias cie la Corte Federal y de Casación de 5 de 
movo de 1.937, M. de 1.938; 15 de diciembre de 1.937, M. de 
1._938, p. 551 y s.s.; 4 de dbril de 1.938, M. de 1.939, T. 1,
prigs. 481 y s.s. y 2 de diciembre de 1.942, M. c!e 1.943, p. 
209 y s.s. 
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la Diputación Provincial de Aragua de 30 de diciembre de 
1.856; la Ordenanza de la Diputación de Caracas de 10 de 
diciembre de 1.845: la Real Cédula de 21 de julio de 1.787 
y los actos consiguientes hasta la resolución final del Ca­
pitán GE:nera1 Guillelmi de 30 de marzo de 1.789). Todo 
ello consecuencia natural de que según nuestras leyes, los 
ríos son de propiedad y uso público. 

Lo mismo establece el Código Civil vigente, co11cor­
dante con toda la 'legislación moderna, al decir en el ar­
tículo 344: Pertenece a la Nación ... 39 los ríos, aunque 
no sean navegables, su álveo y toda agua que corre pe­
remnemente dentro del territorio venezolano''; pues aun­
que se refiere a limitaciones contenidas en la sección 3:.t 
título 59 del Libro Segundo, éstas no restringen el princi­
pio general sentado, ni están tampoco contradichas por el 
Decreto de Aragua reclamado, para los casos en que pu­
dieran hacerse lugar. El artículo 453 del Código que in­
vocan en su apoyo los denunciantes, sólo asegura el uso del 
ac1ua hecho hasta. ahora legítimamente, es decir, conforme 
aº derecho; y sin P.rejuzgar de caso concreto, e� _indudable
que no puede llamarse en lo general uso legitimo aquE:l 
que envuelve la exclusión del mayor número de los part1· 
cipes. que en pun�o de río peremne, son todos los vecinos, 
mientras no se demuestre derecho preferente. Por tanto 
se declara, que no hay colisión. . . (9 de diciembre de 
1.869, página 185 y s.s.). 

COMPETENCIA DE LA CORTE 

1.- ... De modo pues que este Cuerpo es competente 
para conocer, no sólo cuando hay colisión de leyes, bien 
nacionales, bien de los Estados, (Atribución 9� de la Cons­
titución, sino también cuando éstos infringen la Constitu· 
ción o las Leyes Nacionales (Arts .. 2<> y 39 de la Ley de 13

de junio de 1.865 sobre cumplimiento en los Estados 
de l.;,. Constitución Federal), y además, toda vez que los 
mismos Estados infringen los Decretos u órdenes del Eje· 
cutivo Nacional y haya colisión entre a1'gunos de estos ac­
tos y las Leyes de los Estados. Art. 59), (16 de enero de 
1.867, Pág. 148 y ss.). 

2.-Considerando que el _Decreto Ejecutivo de 19 de 
t•nero de 1.865 que organiza el Tribunal de Cuentas, y por 
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eJ cual se �isp_one en el art. 13 que en los juicios de cuen· 
tas sentenciara en tercera instancia la Alta Corte Federal 
cuando_ no se�n conformes las sentencias de primera y se· 
gunda mstanc1a. no es concordante con la ley de 25 de ma· 
Y?.l,de 1.867 que previen� e� e� inciso 19 del artículo 4<:> que­
dic,10 Cuerpo conozca en ultima Insta'ncia de les juicios 
�e cuEntas y de l�s causas de peculado contra los emplea­
oos en rentas nac10nales, la Corte acuerda: 

~·· Los 'I'ri.b1;1n�les que conozcan de estos juicios sin alte· 
fo� el proced11:uento que �e marcan las disposiciones cita· 
d�� o c�i��le�qmer_a otras vigentes. no d�rán lJor ejecutadas 
st,., sen,c ,1c!a� mientras la Alta Corte Federal no conozca 
Y falle en. �lt_ima Instancia en dichos juicios; a cuyo efec· 
to le remlt1ran oportunamente los autos, háyase O no a·
pe!ado de la sentencia y aun cuando sean conforme la de 
p1;n�1era y la de segunda instancia. (11 de julio de 1.867 
pagma 172 y s.s.). 

' 

�.-Est? po� �o que to?ª a _ la relación que tengan en· 
tre_ s1 l�s d1spos1c1ones legislativas enunciadas, única ma· 
tena ae la competencia de la C o r t e, pues por 
lo q1;1e _respecta ,ª. las razones de conveniencia y demás a· 
preciac1ones pohticas que se aducen en la indicada solíci­
t1:1d, la Corte no puede entrar a considerarlas. (19 de ju­
n10 de 1.869, pág. 67 y s.s.). 

4.-Si, pues,_ ?stán vigentes los mencionados Decre­
tos, Y sus . d1sposic1?n�s no dhocan ni con la Constitución 
Federal, 1:11 con la ultima Ley de Inválidos hasta el punto 
de, hacer unposible su ejecución, es claro que la Corte, por
mas que reconozca y lamente lo odioso de la condición que 
e!�os esta'blecen, no puede derogarlos, porque la Constitu­
c:on J?º. le ha dado esa facultad, privativa del Congreso,
sino umcam€!11te la de declarar cuál sea la ley vigente, 
etc., Y en el presente caso, no existe esa colisión, pues de 
qu�. las leyes ? Decretos de Montepíos y Retiros Militares
e�1:¡an hoy mas requisitos o circunstancias que la de In­
vaJ�d?s para gozar de la gracia, no se deduce que las dis· 
posicio�es de _aquéllos choquen con la de ésta, teniendo 
�orno tienen diversos objetos. (2 de septiembre de 1.869, 
p. 130 y s.s.). 

V. Consultas.
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COMPETENCIA DE LOS ESTADOS

1.-El Íl�p{iesto sobre la trasmisión de la riqueza,

bien sea a título gratuito, bien sea a título oneroso, es uno

de los más antiguos y conocidos en la historia de los siste·
111�1s tributarios y actualmente se halla establecido en I�­

gluterra, Francia, Prusia, Bélgica, España y en otros pa1·

ses civilizados, y también entre nosotros en la Ley de _Re·

gistro vigente que en su artículo 31 i1!1pone la contnbu­

ci,ón de un cuarto por ciento en el registro de aquellos

C'ontratos en que se da o recibe o se ofrezca pagar alguna
cantidad de dinero u otra cosa equivalente; y en las per·
mutas, sobre el valor de las cosas permutadas. La con·
tribución sobre las herencias, que grava la riqueza al pa·

sar de una mano a otra por título lucrativo, tiene la ven·

taja de que no disminuye la fortuna adquirida, sino la que

se va a adquirir, y el contribuyente la pega antes . de es·

tar habituado a gozar de la riqueza que se le trasmite; es,

por consiguiente, de las menos sensibles, pues el ma� ?e­

gativo de no adquirir es mucho menor que el mal pos1tivo

de perder. Este impuesto no obstante que pesa como
otros muchos sobre los capitales, es de los que ofrecen
menos inconvenientes si se les impone con moderación, si

se otorga un plazo al nuevo poseedor de modo que yue·

da pagarle lentamente con los frutos � re_ntas de la rique·
za adquirida y si se establece en razon mversa del dere­

l'ho o de la 'esperanza que de suceder al difunto tuviere

el nuevo adquirente, eximiendo de c?ntribución a los. he·

rederos forzosos Ni se diga que a virtud de ella el Fisco

se hace copartícipe de la herencia, cercenándola en tanto
cuanto sea el monto de la contribución. porque igual ar·
gumento puede hacerse respecto de los demás impuestos.
pues todos ellos pesan más o menos directamente sobre la
riqueza privada. decentando los capit�les o las r:ntas en
•una proporción mayor o menor segun el talmano de la
1'<.mtribución. 

Por lo que toca al segundo punto esto es, a la facul·
tad de la Legislatura de Carabobo para establecer aquella
contribución. la Corte encuentra que por virtud de lo dis­
( ,u esto en los artículos 112 y 90 de la Constitución de la
11,·públic:a. los Estados conservan en toda su p_le?itud_ }a
: 11l>t•rania no delegada expresamente a la Admm1strac1on
< :,•m•ntl de la Nación. y que, en consecuencia, ellos pue-
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den �stablece�, � uso de esa soberanía, las contribuciones 
<Jl:e JU--:guen md1spensables a las necesidaáes de su loca­
haad,. �m ot�a limitación que la contenida en las Bases de 
Ja Umon ?ªJ? los Nos. 4, �' 6, 14 y 19. Ni la Ley Funda­
mental, m nm15una otra dictada por la Legislatura Nacio­
nal h� dete��mado, las materias imponibles por los Esta-

. dos, m ha _fIJ�o a estos las reglas que deben observar en
el. establecumento de sus sistemas tributarios. La forma
misma negativa empleada en la redacción de Íos Nos. 4, 5, 
�' 14 Y 19 de} artículo 13 da a entender, que fuera de los 
impuestos alh expresamente prohibidos, los Estados se re­
s�rvaban la facultad de establecer cualesquiera otros· 
sien?º de notar que en las atribuciones de la Legislatur� 
Nac10nal no se encuentra consignado, de una manera ex­
presa Y general, 1a facultad de establecer contribuciones 
rues se_ dice solo en la 3� del Art. 43 que le correspond�
Or:gan:zar todo lo relativo a las Aduanas, cuyas rentas 

formaran el tesoro de 1a Unión, mientras se sustituyan 
con otros". (25 de junio de 1.867, págs. 168 y s.s.) 

Nota: La Corte declaró válida una Ley del Estado 
Carabobo en cuanto estableció un impuesto hereditario y 
n1;1l�, en cuanto alteraba el orden de suceder del Código 
Civrl.-Hoy, naturalimente, la Ley sería nula en sus dos 
aspectos. 

2.-El artículo 90 de la Constitución Federal estable­ce, que todo lo que en ella no es�á expresament t 'b , do a 1 Ad · · i • , " e a n m-a . muus rac1on General de la Nación es de lacompetencia de los Estados. La Constitución del EstadoCara?�bo en su artículo 10, comete el ejercicio del PoderMumc1pal en cada Departament� _al Concejo Municipal ya los age!1tes que esta Corporacwn designe facultandolaen su a1:trculo 11 para organizar el Departai'i,ento y lasParr�mas en to_do lo relativo a su regimen económico 0 Mumc1pal,_ Y legislar, para los mismos, sobre todas aque­llas materias que no se hayan reservado el Poder General o el del Estado en sus respectivas Constituciones.

Es�as prescripciones deslindan, de una manera clara 
Y termmante, la jurisdicción de los Cuerpos Legisladores 
qu� representan a la Nación, al Estado y al Municipio 
de3ando establecida formalmente la independencia de 1� 
esfera de acción peculiar a cada uno. Por ellas se ve en 
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,•:,t<' caso especial, que la Asamblea del Estado tiene limi­
L1das sus facultades legislativas, de una pai-te, por las a­
l nbuciones que se reservó la Administración General , y 
"" otra, por las que corresponden de un modo annplio a 
l;i Municipalidad; de manera, que encerrada la amplitud 
J,·gislativa de la Asamblea del E¡;tado entre los lindes ju­
risdiccionales de esos dos Poderes, tiene que ceñirse ex­
•·lusivamente a las atribuciones que en una forma explí­
l'it.a y terminante le reservó la Constitución local. Entre 
,·•'.;las, no encuentra 'la Corte la que pueda autorizar a 
aquél Cuerpo para intervenir en la administración e in­
versión de las rentás privativas del Municipio, ni para dar 
1·c•glas a los empleados de ese Poder en el desempeño de 
�us funciones, como tales; y en este caso se ve respetado 
1 wr ambas Constituciones el principio de independencia 
_v administración propia de los intereses seccionales que 
<'S la base principal del sistema -federativo. 

Se a1'guye contra estas conclusiones oponiéncloles el 
:1rtículo 13 del Título 39 y los Nos. 9 y 26 de la Constitu­
ciún vigente de Carabobo. 

Antes de entrar al examen especial de cada uno de 
,-! los, es preciso dejar consignado que toda interpretación 
lt-gal debe tener por norte, para que sea acertada, la ef�-
1 ividad natural del intento conocido del legislador, debien· . 
do desecharse como absurda toda inteligencia que dé un re­
:;nltado contrario a su propósito. Planteado el sistema 
fl•derativo en el país, y dictadas las Constituciones que se 
1•xaminan con el preciso objeto de realizarlo y llevarlo en 
!-11 desarrollo a su legítima fonma, a su más pura expre­
:,Jm. es en servicio de ese principio que deben traducirse 
f:,s dispo�iciones que puedan parecer ambiguas u obscu­
r:1s en las leyes, desestimando en a'bsoluto toda conclu­
::ión que no esté en armonía con el sistema. 

Por _esto es que, si la Asamblea Legislativa tiene por 
1·! N 1•' 26 del Art. 23 la :(acultad de legislar sobre todos los 
1:,tmtos que no estén reservados por el Pacto General, no 

M' reputa que alcanza aquella facultad hasta la adminis-
1 r:ic·ión e inversión de las. Rentas Municipales: primero 
porque invadiría la esfera independiente de la Municipa­
l 1darl. que establece la misma Constitución, y segundo, 
Jlorq 11p esa facultad e-stá limitada por el Artículo 11 que 

-29-



PABLO RUGGERI PARRA 

atribuye al Concejo Municipal la de legislar, para su De· 
partamento, s?br�, todas las materias que no haya reser·
vado la Constituc10n a la Asamblea Legislativa. Tan cla­
ro es esto, que si se hubiera de reputar como de extensión 
absoluta la aptitud legislativa que concede el N<? 26 a la 
Asamblea, fuera de las reservas del Gobierno General no 
se Je encontraría significación alguna al Artículo 11 'que 
ser1a a�surdo, y absurda también la facultad lei:rislativa 
d� los Concejos, que no tendrían materia sobre la ºcual le­
gislar. 

�or esto es también que la atribución 9� de establ� 
cer impuestos y contribuciones concedida a la Asamblea 
del Estado, es inaplicable en este caso; porque con esos 
pechos no _se puede gravar a las Entidades seccionales 
que representan los int:reses públicos de otro gé­
nero, pues . que bastana esa sola facultad para
que . se pudiera �legar al caso de arruinar la exis·
tencia de esas Entidades y anular su acción. Si por me­
dio de una disposición expresa facultara la Constitución 
a la Asamblea para pechar las Rentas Municipales como 
se encuentra establecido en algún otro Estado, no 'podría 
ento1:ces fallarse nada en contrario de una prescripción 
termmante; pero en el caso presente, no hay otra luz que 
la que de si arroja la forma de Gobierno establecido. 

Y e1: fin! las comisiones que puede conferir la Asam­
ble� Leg1slativ� a �?s empleados municipales y que éstos 
estan en la º?hgac10n de desempeñar, no puede entender­
.se q1;1e se refieran a modo y formalidades para ejercer las 
funciones naturales de su oficio, porque dar tales reglas 
solo corresponde .ª� c;oncejo, que es el ad!ministrador y r�
gulador del Mu111cip10.-(13 de mayo de 1.869, págs. 41 y 
.s.s.) 

3.-La Corte encuentra manifiesta la colisión denun­
ci_a�a, y como no están autorizados los Estados para mo­
dificar, alterar, ni corregir la legislación civil, de la Na­
c10n, que ha de ser una para todos ellos, se declara vigen­
te el Código Civil.-(19 de octubre de 1.869, pág. 166 y 
·s.s.)

4.-Aunque en la sentencia se llama destierro la pe­
na impuesta a G., no es sino confinación, por cuanto se
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determina el lugar en que debe cumplirla, y quedaría sin 
efecto si el reo estuviera en libertad de abandonar la ciu­
dad de Mérida., de donde se deduce que la sentencia exije 
para que aquella no sea ilusoria, que las autoridades de es­
ta localidad se constituyan e11 vigilantes de su persona.­
Pero la Corte observa qq""' la Constitución Federal no au­
toriza a un Estado para imponer a otro semejante obliga· 
ción, constituyendo a sus funcionarios en agentes de una 
administración extrafia. por lo cuéll declara que el Estado 
Mérida no está obligado a recibir en su territorio a J. F. 
-G. confinado por los Tribunales del Yaracuy.-(4 de no­
viembre de 1.869, pág. 173 y s.s.)

CONSULTAS 

1.-Que entre las materias que son de la competencia 
de la Alta Corte Federal, según el Art. 89 de la Constitu­
ción y las que le atribuye el Art. 4<? de la Ley de 25 de 
mayo de 1.867, ·orgánica de· este Alto Cuerpo, no se en­
cuentra la de resolver las consultas que le dirijan los Tri­
bunales de los Estados en materia de administración de 
justicia; y como por otra parte el Art. 105 de la Constitu­
ción General prohibe a toda Corporación o autoridad el 
ejercicio de cualquier función que no le esté conferida 
por la Constitución o las leyes, la Alta Corte declara que 
carece de atribuciones para resolver el punto consultado. 
(18 de febrero de 1.869, págs. 12 y s.s.) 

En igual sentido Acuerdo de 23 de febrero del mismo 
año, pág. 14 y s.s. 

2.-Examinados debidamente los hechos narrados, se 
declara, sin violencia, que todo lo ocurrido en el Estado 
Trujillo, desde el 19 de enero en adelante entre su Presi­
dente y la Legislatura, reconoce por causa el desacuerdo 
político en que estaban aquellas dos autoridades, y no el 
choque o colisión de 'las leyes expedidas constitucional­
mente por la Legislatura, único caso en que los actos eje­
cutados por los Estados salen de su natural jurisdicción 
.v son revisables por :los Poderes Nacionales. Tal es la in-
1.cligencia a que se presta la atribución 9:¡¡. del artículo 189
de la Constitución General, por lo que fa Corte se declara 
incompetente . .:._(2 de marzo de 1.869, pág. 18 y s.s.) 
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DEROGATORIA DE LAS LEYES 

1.-Con detenido examen de estas disposiciones ob­
serva esta Corte: que por un principio inconcuso de le­
gislación universal, sin excepción en todos los tiempos, la 
ley posterior deroga la anterior en cuanto le sea contra­
ria. Publicada, pues, en abril de1 corriente año, la Cons­
titución de la Unión Venezolana, que es la suprema ley en 
lo político y civil de los Estados que formaron el Pacto 
de Unión con que principia, las leyes y decretos de fecha 
anterior que se le opongan, han quedado revocados de he­
cho y de derecho.-(30 de septiem1bre de 1.864, pág. 33 y 
s.s.)

ELECCIONES 

1.-La Corte ha visto con detenido examen tan deli· 
cada cuestión y guiada por la prudencia ha meditado mu· 
cho el caso con el deseo de impedir oportunamente en los 
Estados la facilidad de desbaratar ad libitum sus actos po­
líticos legítimos: facilidad que podría con frecuencia dar 
causa a la perttg'bación del orden, a la inconsistencia e 
irrisión ael sagrado derecho de elegir y ser elegido y a 
las reyertas cuasi anárquicas de las ambiciones locales. 
Con este cuidado, y apreciando los luminosos razonamien­
tos consignados en el Info1me del Vocal. .. encargado de 
abrir concepto en la materia, observa en prio:ner lugar: 
que si bien es incuestionable que los Estados tienen el de· 
recho de darse sus Senadores y Diputados para el Congre· 
so General de la Unión en la forma y por el tiempo pres­
crito en la Constitución, no tienen el de alterar la dura­
ción calificada de dos y cuatro años establecido terminan­
temente por los Arts. 21 y 27 de la Constitución en que 
deben permanecer los Diputados y Senadores desempe­
ñando el cargo público aceptado en servicio de la Nación, 
y gozando del honor y confianza con que fueron favoreci­
dos por actos políticos, solemnes, perfectos y consumados 
legítimamente y de los cuales, sin injuria, no pueden ser 
privados sino en los casos de nulidad de la elección o por 
resultado necesario de un juicio formal. Y en segundo 
lugar observa: que tampoco pueden los Estados dictar le­
yes con fuerza retroactiva, sin pugnar de un modo mani­
fiesto con -el artículo 60 de la Constitución. Y con tan 
alta razón sostenida desde muy antiguo en los principios 
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d<" 1egislación universal, porque semejantes leyes siempre 
:;1•rún invasoras y expoliatorias de derechos adquiridos ... 
J\�í lo declara la Alta Corte Federal en uso de la atribu· 
◄·iún glJ. que le concede la misma Constitución, y además
•·omo efecto necesario de la colisión decidida declara que,
◄ '11 cuanto a las elecciones de Senadores y Diputados por 
t"[ Estado de Cojedes_ para el período constitucional qu� 
l'omenzó en 20 de febrero último, rige en sus efectos legi-
1 imamente consumados la ley porque se 'hicieron dichas 
i•lccciones.-(19 de octubre de 1.865, pág. 93 Y s.) 

2.-En general creo que cualquiera que sea la autori­
dad o cuerpo del Estado a quien se conceda poder para a· 
1111lar las elecciones de Senadores y Diputados, ha de ha­
cer uso de él antes que :los electos o algunos de ellos ha­
yan tomado asiento en las Cámaras. Esta creencia, que 
;.s de buen sentido y conforme a las reglas y principios co­
munes, y al sistema federativo adoptado en la Repú�lica, 
está fundada en fos1 artículos 20, 21, r.25 y 27 y en el nume­
ro 79 del artículo 35 de la Constitución Nacional. Para 
mayor claridad voy a copiar esas disposiciones.-Artículo 
20:· •Para formar la Cámara de Diputados cada Estado eli­
girú uno por cada veinticinco r_nil 'habita.�tes � _ot_ro_ por
11n exceso que pase de doce mil. Tamb1en eligira igual 
número de suplentes.---Artículo 21: Los Diputados dura­
rún en sus funciones dos años y se renovaran en su tota-
l idud.-Artículo 25: Para formar esta Cámara cada Esta­
do cligirá dos Senadores principales, y para llenar las va-
1·antes, dos suplentes.-Artículo 27: Los Sena�ores dur�­
rún en sus destinos cuatro años y se renovaran por m1-
lml. Cuando por alguna razón se nombraren en su tota· 
lidad, se eligirá uno por dos años.-�i:-tícu1o 35,-:-7: Las 
( • :'1 n 1a ras ti.en en el derecho . . . de calificar sus miembros 
y oi,· sus renuncias. El primero y segundo prescriben <=;l 
;,:.,> dl• un derecho con e1 fin de formar las Cámaras de D1-
p11lados y Senadores; derecho qne una vez ejercido_ en ca­
d 11 p<·ríodo, y obtenido el fin que s� propuso el legislador, 
110 pm•de repetirse sino pasado el tiempo de los Senadores 
v l>iput.ados nombra�os, y que señala� segundo Y e� cuar­
ln 11: 1 1 cuanto al numero 79 del articulo 35, por el t?ca 
11 111s < ';'1maras calificar sus miembros y oir sus re:imnc�as; 
! 11 q11,• presupone la firmeza de los actos elecc10n�r1�s, 
p111·q1w 1111.1 vez c21i.ficados están fuera de toda otra 1ur1s­
dln•ini1 ('xlraiia por lo que rriira al carácter de tales 
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miembros del Congreso.-(5 de agosto de 1.866, páginas 
103 y s.s.) 

EJECUCION DE CONTRATOS 

1.-La referida ley de 19 de mayo último no contiene 
un sólo artículo en que se ordene la violación de los con­
tratos: no puede, por consiguiente, estar en pugna con las 
disposiciones del Código Civil, o sean los preceptos gene­
rales del derecho que establecen el cumplimiento de a­
quéllos. Acaso el Ejecutivo Nacional encuentra dificulta­
des en la ejecució11 de la citada ley, derivadas de los com­
promisos contraídos en el convenio rescisorio de 9 de no­
viembre de 1.865, porque alguno o algunos de los artícu­
los de aquélla no están en armonía con otro u otros de 
éste; pero sean cuales fueren tales dificultades, no toca a 
este Cuerpo allanarlas .. . (5 de agosto de 1.869, pág. 103 
y s. s.) 

2.-En vista de estos antecedentes, la Corte observa 
que no es de su competencia la solución de la dificultad 
o c?1:!licto que se presenta, puesto que él proviene, no de
c?l1s1�n de dos actos legislativos, sino de un precepto le-

, g1slahvo nuevo que se roza con compromisos anteriores 
por efecto de operaciones legítimas sin duda pero de ca· 
rácte� meramente administrativo. Las dos l�yes de 1.854 
autorizan para contratar c�minos en cuyo pago puede en· 
trar el producido de una tarifa ulteriormente convenida 
e1_1tre la empr��a y el Go?ierno; y la de 19 de mayo pró­
ximo, pasado ÍlJa una t�nfa general de peajes para todas 
las v1as que declare nacwnales el Ejecutivo, en lo cual no 
encuentra la Corte contradicción alguna. Y por lo que 
respecta al contrato de 1.865 aunque tuviera la eficacia· de 
acto !e.gislativo, tampoco impediría la ejecución de la 
menc1on�da ley de 19 de mayo sobre vías nacionales, por­
oue aquel es un acto especial y ésta una disposición gene­
.ral.-(9 de septiembre de 1.869, pág. 139 y s.s.). 

FORMALIDADES EN LAS DENUNCIAS 

· 1.-. .' : Y como observ� la Alta Corte que ;10 consta
1�; autenticidad de los actos legislativos argüidos de coli­
swn, p�r hallarse solamente insertos en el periódico "El
Federalista", que no es registro oficial, ni órgano autori-
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11do para la publicación de las leyes, acordó suspender el 
, .. 11oeimiento del asunto.-(15 de noviembre de 1.864.-
1,:11 igual sentido decisión de 17 de noviembre de 1.864, 
pi1gs. 40 y s.s.). 

GARANTIAS INDIVIDUALES 

1.-Expedida •por la Legislatura del Distrito una Ley 
l'ijando el precio a que deben venderse la carne, el pan y 
·.itriido de harina de trigo, el papelón y el pescado, el Eje-
1·utivo Nacional ha ocurrido a esta Corte pidiendo declare
si está en co1isión con las leyes nacionales, y varios ciu­
dadanos han reclamado contra ella por considerarla per·
.i udicial al pueb:Jo.

La Constitución de la República. que es la ley supre­
llla y a :la cual todas las demás se hallan subordinadas, 
por el artículo 14 garantiza a los venezolanos la propie­
,dad y la libertad de industria, y la ley del Distrito en 
cuestión es enteramente contraria a ambas. 

Lo es a la propiedad porque garantizada con todos sus 
ilcrcchos, el principal y acaso el fundame-nto de los demás 
cs la libre enajenación que quedaría anulada desde el mo� 
mento en que el precio fuera pautado. Cada uno tien•J 
Pl �ndisc�tible derecho de ven�le. 10 suyo por el precio qua 
qmera, sm otra traba que la voluntad del comprador: ca­
da uno puede libremente valorar su propiedad con arre· 
glo al mérit� de ella, _a su necesidad o la del comprador
.Y aun las c1r�l:1nstanc1as del contrato; y para ello debe 
1�ozar de plems11:1� :J.ibertad sin que autoridad o ley algu· 
11a pueda prescnb1rle reglas que coarten tan sagrado de­
n:cho. Sujeta la propiedad a las diversas contribuciones 
d_Pcrctadas por la autoridad legislativa y gravados los ar-
1 ,e u los de comercio con diferentes impuestos, tócale al 
\'<·ndedor calcularlo todo para fijar de antemano al pre-
1·10 y someter.'o a la consideración del comprador. Toda 
1 r:1ha en este sentido, es odiosa, contraproducente y con-
1 rn ria a la Constitución. 

l ,o es a la libertad de industrias porque tal garantía
d1 sennsa sobre el derecho que cada individuo tiene de es· 
l 1111111· su trabajo y el producto de sus cálculos sacrificios
.Y 11f111ws que sólo puede ser regulado por la c'ompetencia
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en:tre los industriales, Ja mayor o menor bondad del ar­
tículo y la mayor o menor demanda de los consumidores. 
Si hubiera derecho para fijarle precio a los artículos a que 
la ley se contra.e, lo habría también para hacerlo con las 
obras del artesano, las mercancías del comerdo, los fru­
tos de la agricultura, etc., etc., y en tal caso no habría li­

bre industria y por consiguiente libre comercio, pues todo 
descansa sobre el libre precio. Así es, que la ley en cues- . 
tión que en tiempos extraordinarios como un sitio, una 
epidemia, sería laudable y admisible, hoy es, además de 
inconstitucional, pues que contraría :J.as garantías 2?- y 8?-, 
notablemente perjudicial, y contraria a los fines que ell.1 
se propusiera. 

Opuesta como es, pues, dicha ley a la Constitución 
General, claro está que hay una colisión, en cuyo caso no 
puede regir la ·primera, pues que es la J.ey fundamental la 
que prevalece. Por tanto, y en uso de la atribución que 
esta Corte tiene por el Art. 15 del Decreto Orgánico y de 
su poder regulador de la legislación del país, conforme a la 
letra y espíritu de 1a atribución gi.i del artículo 89 de la 
Constitución, así lo declara.-(:22 de agosto de 1.864, pá­
ginas 25 vuelto y 26 del Libro de Actas, etc.). 

Nata: Este fué el primer fallo dictado por la Alta Cor­
te Federal en materia de colisiones, y quizás el primero 
dictado por los Tribunales de Venezuela sobre la materia. 

2.-Para demostrar que los mencionados Decretos no 
quebrantan las garantías individuales que son la base fun­
damental de la Constitución, basta considerar que el legis­
lador puede establecer las reglas y condiciones que estime 
convenientes para conceder o negar las gracie.s, premios o 
recompensas que tenga a bien acordar, sin que al proceder 
de este modo quebrante las garantías individuales, ni ata­
que la igualdad, toda vez que admite a participar de aque-
1la gracia a todas las personas en quienes concurran las 
circunstancias que él requiera. (2 de septiembre de 1.869, 
pág. 130 y s.s.). 

IMPUESTOS (CONSUMO, TRANSITO Y 

DIFERENCIAL) 

1.-Que el número 19 del artículo 10 del Decreto so­
bre Rentas del Estado Cojedes, colide con la Base 5:¡1 del 
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11 ♦ ! Jt.1,!11 1 :1 d(' l:1 C 'onslitución General, pues aquel grava-
1111 , l 1wl11 d(• 1·111.rar a Cojcdes efectos y mercancías crrava­
dw, ,VII 1·1111 1·0111.ribución aduanera, antes de ofrece�se al 
, 1111 1,1111111 tJ11L' t:imbic'n colicle con la Base 19 del Pacto de 
1 J11l1111, l111; 11i'11n1'ros 2, 4 y 6 del artículo 29 del mismo De· 
1·1 ••I 11 1•11 111 parte en que impone mayor contribución a los 
¡ 1111d1wl11:: laliaco, aguardiente, azúcar de otros Estados in­
l 11111iwldo:: 1•11 el de Cojedes, que a los productos de la mis-
11111 11uJw(·i1• d<' este Estado, quedando por tanto sin fuerza 
I• Mlrtl111 lv:1 c•I impuesto diferencial. Y finalmente decla-
1>1, q, 11 • 110 hay colisión . . . en los demás incisos.-(31 de
1wi11l,1·1· d(' 1.!fü5, pág. 95 y s. s.).

1. 1 kl contexto de las precedentes disposiciones
• 111111l,11r:1d:is con el informe evacuado por el Presidente
di'! l1 :1,l:ulo de Nueva Barcelona, a excitación de esta Alta
• '1111.-, 11p:1rc..•ce: que el impuesto establecido por el Decre-
1" l ,(•,t11dativo de fecha 15 de julio próximo pasado, de que
"" 1111 li1•t'lw referencia, sobre las mercancías y demás
t•lt 1t•l11:; 'fll!' se introduzcan en aquel Estado provenientes 
,lt 01111 l•:st.ado o del extranjero, es una contribución de 
• 11w,1111111 impuesta en el acto de expenderse el artículo
¡1111v111l11, 1,in que obste el hecho de cobrarse sobre las fac·
1111 w, 11r1¡•,i1i.ilcs, porque la forma que se adopte para cobrar
111111 1·1111lribuciún no altera de modo alguno la naturaleza
ti,, 1'11111. l ,a obligación que se han impuesto los Estados
p111 PI ineiso 5<> del artículo 13 de la Constitu-
1·11111 (:('lll'ral se limita a no gravar, antes de ha­
l1ro 1•111• ofn•c:ido al consumo, los productos que lo
lt11y1111 ;;ido con impuestos nacionales; y como se
\'t' 1•11 PI presente caso, el impuesto establecido por 
111 l ,1•11,lsl11tura de Barcelona es en el acto de ofrecerse al 
,•1111:,1111111 ,.¡ arl.ÍcLLlo gravado-; impuesto que ha tenido por 
11l,Jc•l1> r,'1'111plazar el municipal, puesto que por el artícu­
l11 '/'·' HI' prnl1ib · a :las Municipalidades gravar los efectos 
q111• ll11,vz111 pagado la indicada contribución de cinco por 
t 11111111 

l ,1,,1 K•1l111los, <·11 el libre ejerc1c10 de su soberanía no
t1t•111,11 111111 l1rnil.e que los que ellos mismos se han 

1

im­
¡c111•ttl" \' wd 1111 l'on tc-11 idos en la Carta Fundamental. Ellos
l1t•111•11 1•11 1•111wP1'll('ltL·i:1, la facultad absoluta de establecer
,.¡ �l•ft•11111 1, ll,1it11rlo <IUP juzguen más conveniente, consul-
111111111 1 .... n, 1i11111alm·:1, la población, las riquezas y demás 
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circunstancias de su respectiva localidad, siempre que no 
pugnen con alguno de los preceptos establecidos en el 
Pacto de Unión, y si, como se deja dicho, e,l impuesto cues­
tionado lo ha sido en el acto de ofrecerse al consumo los 
artículos introducidos en el Estado de Nueva Barcelona, 
es claro que la Legislatura de éste, al establecer aque1la 
contribución, ha obrado en el pleno ejercicio de sus atri­
buciones, sin traspasar la órbita que le señala la Consti!u­
ción General de la República.-(6 de marzo de 1.866, pag. 
111 y s.s.). 

3.-Se comprometieron los Estados, al sancionar el 
Pacto de Unión, por la Base 5�: "A no sujetar a contribu­

ciones antes de haberse ofrecido al consumo los frutos que 
hayan sido gravados con impuestos nacionales" y por la 
Base 6�. ',A no imponer contri'buciones sobre los efectos 
y mercancías de tránsito para otro Estado". Contra estas 
estipulaciones la Ley de Guayana gravó la introducción 
por agua o por tierra del algodón, café, cacao, cueros y 
otros artículos que están gravados con impuestos naciona­
les, sin que pueda sostenerse que tal impuesto haya sido 
establecido al acto de ofrecerse al consumo e] artículo gra­
vado, porque disponiéndose que los Capitanes o patronos 
de los buques que conducen dichos artículos afiancen el 
derecho antes de descargar, es claro que la contribución 
se cobra cuando se introducen las mercancías y no cuan­
do se ofrecen al consumo. Se agrega a esta falta la muy 
remarcable de gravar las mercancías de tránsito, como es 
lógico considerarlo desde luego que el artículo 17 de la 
citada .ley previene que todos los efectos gravados en ella, 
que se introduzcan en el Estado, bien sea por agua o por 
tierra, y que se desembarquen, trasbordten o depositen pa­
garán el derecho establecido.-(8 de junio de 1.867, pág. 
164 y s.s.). 

4.-Los gobiernos de los Estados tienen la facultad 
de establecer impuestos para atender a los gastos del ser­
vicio interior y a los de progreso general, dentro de los 
límites que se -señalaron en el Pacto de Unión. El Decre­
to de 4 de mayo (del Presidente del Estado Barcelona) es 
contrario a la Constitución Nacional, desde que fijó la 
contribución sobre las mercancías ya gravadas con im­
puestos nacionales, sin que antes se llenara el requisito 
de que fueran ofrecidas al consumo. ES'ta condición es-
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1 11 1 1'1,,,·ida en la Base citada no se presume cumplida por 
1,1 lw,·ilc> de aue la mercancía se lleve 2-l lugar donde va a 
l'IIIC:,lllllirse; se requiere que pre-ceda el ofrecimiento d� 1 

,pw 1 ,s con aquel objeto. También en el De�:eto refen­
,111 :w i•ncuent.ran disposiciones que son .contran�� a las le­
vi•:¡ qu<' establecen el re-gimen para ;Ja unpor�ac10n y para 
1 ,J i·omercio de ca:botaje, y son las que !?revienen que los 
J 111 q 1 ws no descarguen mientras los C�pitanes o patr�mes 
110 obtengan el correspondiente permiso de la autoridad 
c·ivil del Estado. La organización de las Aduan�s y su 
l'C'�•, ¡ :ne:n, corresponden exclusivam�nte a la 1Leg1s'Latura 
Na(:ional. .. (8 de junio de 1.867, pag. 164 y s.s.). 

5.-En efect�, la medida del Concejo Municipal del 
l)ppartamento Fraternidad que la Legislatura apro�ó y
que por tal acto se convirtió en Ley del Esta?o, esta en
.1bicrta colisión con los incisos 49 y 5Q del articul� 13 de
la onstitución, que prohiben se restrinja� �on 1mp�es­
tos ]a navegación de los ríos que no han exigido canallza­
l'iún artificia1, y que se sujete a contribuciones, antes d� 
ha'bcrse ofrecido al consU1mo, los productos que hayan ,si­
do gravados con impuestos nacionales; puesto que los nos 
1 ';1tatumbo v Escalante son navegables sin el artificio de 
la canalización, según está consignado e�1 el info;m,e dado
por el Presidente del Estado, y atendiendo asimismo a 
que el café y el cacao vienen de otros Estados al ?el �;1-
lia sometidos a dicho impuesto, pagan una contnbuc1on 
nacional. . . Además, la Ley General de 28 de may.o de
1.1\1>7, explicatoria de los número� 4, 5 y 6 .Y 14 d�l c�tado
artículo 13, viene a persuadir mas .que es mcons�it;1c10nal
.. 1 impuesto reclamado.-(27 de juho de 1.867, pagma 174 
y s.s.). 

LEYES VIGENTES 

1.-Por otra parte se obse-rv;a que_ la ley deJ 1 Q .de ma­
yo de 1.854 sobre priv11egio, �u� considera.da sin vigor .. : 
y como dic'ho Gobierno Provisional, en virtud de las fa­
<:ultades de que estaba investido pudo hacer legítimame1:­
lc tal declaratoria, quedó la ley sin ef�cto;. ,Y p�r consi-
1,·,tiente no se está en el caso de- la atnbuc10n 9 · del ª:-
1'ículo 89 de la Constifoción.-(12 de octubre de 1.869, pa­
gina 162 y s.s.). 
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circunstancias de su respectiva localidad, siempre que no 
pugnen con alguno de los preceptos establecidos en el 
Pacto de Unión, y si, como se deja dicho, el impuesto cues­
tionado lo ha sido en el acto de ofrecerse al conswmo los 
artículos introducidos en el Estado de Nueva Barcelona, 
es claro que la Legislatura de éste, al establecer aqueLla 
contribución, ha obrado en el pleno ejercicio de sus atri­
buciones, sin traspasar la órbita que le sefiala la Consti�u­
ción General de 'la República.-(6 de marzo de 1.866, pag. 
111 y s.s.). 

3.-Se comprometieron los Estados, al sancionar el 
Pacto de Unión, por la Base 5l;l; "A no sujetar a contribu­
ciones antes de haberse ofrecido al consumo los frutos que 
hayan sido gravados con impuestos nacionales" y por la 
Base 6l:l. ',A no imponer contri'buciones sobre los efectos 
y mercancías de tránsito para otro Estado". Contra estas 
estipulaciones la Ley de Guayana gravó la introducción 
por agua o por tierra del algodón, café, cacao, cueros y 
otros artículos que están gravados con impuestos naciona­
les, sin que pueda sostenerse que tal impuesto haya sido 
establecido al acto de ofrecerse al consumo el artículo gra­
vado, porque disponiéndose que los Capitanes o patronos 
de los buques que conducen dichos artículos afiancen el 
derecho antes de descargar, es claro que la contribución 
se cobra cuando se introducen las mercancías y no cuan-
do se ofrecen al consumo. Se agrega a esta falta la muy 
remarcable de gravar las mercancías de tránsito, como es 
lógico considerarlo desde luego que el artículo 17 de la

citada J.ey previene que todos los efectos gravados en ella, 
que se introduzcan en el Estado, bien sea por agua o por 
tierra, y que se desembarquen, trasbord1en o depositen pa­
garán el derecho establecido.-(8 de junio de 1.867, pág. ~ 
164 y s.s.). 

4.-Los gobiernos de los Estados tienen la facultad 
de establecer impuestos para atender a los gastos del ser­
vicio interior y a los de progreso general, dentro de los 
límites que se ·señaJaron en el Pacto de Unión. El Decre­
to de 4 de mayo (del Presidente del Estado Barcelona) es 
contrario a la Constitución Nacional, desde que fijó la 
contribución sabre las mercancías ya gravadas con im­
puestos nacionales, sin que antes se llenara el requisito 
de que fueran ofrecidas al consumo. Esta condición es· 
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ta b 1 e cid a en la Base citada no se presume cumplida por 
el hecho de que la mercancia se lleve 2.l lugar �ol?de va a 
consumirse; se requiere que preceda el ofrec1m1ento d�, 
que es con aquel objeto. También en el De��eto refe-n­
do se encuentran disposiciones que son _contran�� a las le­
yes que establecen el regimen para ;la 1mpor�ac1on Y para 
el comercio de cabotaje, y son las que l?revienen que los 
buques no descarguen mientras los C�pitanes o patr?nes 
110 obtengan el correspondiente permiso de la autoridad 
civil del Estado. La organización de las Aduan�s y s1-1 
regi��n. corresponden exclusi.vamE;nte a la 1Leg1s"iatura 
Nacional. .. (8 de junio de 1.867, pag. 164 y s.s.). 

5.�En efect�, la medida del Concejo Municipal _del
Deparbtmento Fraternidad que la Legislatura apro�o y 
que por tal acto se convirtió en Ley del Esta�o, esta en 
abierta colisión con los incisos 49 y 5<> del articulo 13 de 
la Constitución. que prohiben se restrinja1: �on imp�es­
tos la navegación de los ríos que no han exigido canaliza­
ción artificial, y que se sujete a contribuciones, antes d� 
ha'berse ofrecido al consumo, los productos que hayan ,si­
do gravados con impuestos nacionales; Pll:esto que_ 1.0� nos
Catatumbo v Escalante son navegables sm el artiiic10 de 
la canalización, según está consignado en el informe dado 
por el Presidente del Estado, y atendiendo as1m1smo a 
que el café y el cacao vienen de otros Estados al �el �;i.i­
lia sometidos a dicho impuesto, pagan una contnbuc1on 
nacional . . . Además, la Ley General de 28 de may? de 
1.867, explicatoria de los número? 4, 5 y 6 .Y 14 d�l c�tado 
artículo 13 viene a persuadir mas que es mconstltuc10nal 
el impuest� reclamado.-(27 de julio de l.867, página 174 
y s.s.). 

LEYES VIGENTES 

1.-Por otra parte se observ;a que_ la ley de� 1 <> _de ma­
yo de 1.854 sobre J?rivi1egio, �u� considera?ª sin vigor .. : 
y como didho Gobierno Prov1s1onal, en v1rtud ?� las fa­
cultades de que estaba investido pudo hacer legi.hmame1;· 
te téil declaratori�, quedó la ley sin ef�cto;_ ,Y p�r cons1:guiente no se esta en el caso de la atnbuc1on 9· del ª: 
tículo 89 de la Constitución.-(12 de octubre de 1.869, pa­
gina 162 y s.s.). 
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MILICIA NACIONAL 

1.-... Si pues, el artículo 99 de la Constitución de· 
clara que todos los elementos de guena existentes perte­
necen al Gobierno Nacional; que los parques serán crea­
dos por una Ley nacional; que estos parques s_erán custo­
Jiados po� un empleado que nombre el :go�ierno de la 
unión, y posteriormente, la Ley de 12 de Jumo crea par· 
ques nacionales en cada uno de los Estados (Ley de 12 de 
junio de 1.865) y faculta ampliamente al_ Ej<=:�utivo de la
Nación para su establecimiento y orgaruzac1on, es claro 
que los Estados no se han reservado ni tienen la facultad 
de crear parques de su exclusiva pertenencia. Ni tendría 
objeto sei:nejante facultad, porque nci siendo los Estad?s 
una cosa distinta de la Nación, sino que por el contrano 
hacen parte de ella, el depósito de annas exi�tentes en ca­
da Sección o Estado sirve así para su propia defensa no 
menos que para la de aquélla. puesto que la i-njuria inferí· 
da a uno de ellos es una ofensa hecha a la Nación. 

Ni se diga que el Estado Guayana ordenando la com· 
pra de quinientos fusiles no ha que�i?o establ�cer un par­
que, porque si parque se llama el s_1!10 o pa.r:aJ_e en que �e
reúne el material de guerra, la reumon de quuuentos o mas 
fusi:Ies con su correspondiente equipo, constituye un par· 
que en cualquier lugar en que sean depositados. 

A la verdad, son cosas bien distintas la organización 
de la milicia y el armamento de ella, o mejor dicho en la 
organización de la Milicia no se comprende el acto de po­
ner .Jas ar•mas en mano, y por consiguiente, del artículo 
constitucional (el 93) que autori.za a los Estados para or­
ganizar su Milicia, no se deduce que tengan la _f�culta? de
comprar armas para establecer parques o depositas �1ver­
sos de los existentes allí a cargo de un empleado nac10nal. 
(16 de enero de 1.867, pág. 148 y s.s.). 

PR ESUPUESTO 

1.-Las leyes de presupuesto para gastos públicos 
tienen la duración del año para que son expedidas, pu­
diendo hacerse alteraciones parciales en su curso por De-: 
cretos u otras Leyes que con él se relacionen, según lo 
exijan el estado del tesoro o el cambio de naturaleza en 
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los negocios u objeto a que se aplican sus respectivas 
partidas; pues no siendo el Presupuesto otra cosa que la 
indicación general de los gastos acordados en actos dife· 
rentes y separados, queda naturalmente subordinado a las 
leyes y decretos que le sirven de base, y sigue la suerte 
de éstos siempre que en ellos se haga alguna reforma. Por 
consiguiente, 1a rebaja de las asignaciones de los Minis· 
tros de la Corte Suprema por la Ley de Sueldos vigente, 
derogatoria a la que sirvió de base a la partida respectiva 
del presupuesto para 1.865, no causa nulidad en esta ley, 
que conserva su vigor en lo general de sus disposiciones 
hasta concluir el año para que fué dada, sino que altera 
la erogación del gasto, reduciéndola a menor cantidad. 
Por tanto, la Alta Corte Federal, en uso de la atribución 
9� del artículo 89 de la Constitución, declara: que no hay 
colisión en las leyes referidas, y que están vigentes las de 
Sueldo y 1a de Presupuesto del corriente año en el senti­
do que se deja explicado.-(27 de juli-0 de 1.865, página 
80 y s.s.). 

REINTEGRO DE IMPUESTOS 

1.-La devolución a los reclamantes de las sumas que 
pagaron por virtud de dicha tarifa (la de impuestos del 
Concejo Municipal del Departamento Fraternidad del Es­
tado Zulia, declarada nula) hasta la fecha de aquella de· 
clara'toria, no es materia de la competencia de la Corte 
Federal, sino de las autoridades del Estado Zulia, adonde 
podrán ocurrir los interesados.-02 de octubre de 1.867, 
pág. 181_y s.s.). 
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Escribanías y Registro Público 
(Conferencia en el Colegio de Abogados del 

Distrito Federal). 

Según Las Partidas, Escribano es "el orne que es sa· 
bidor de escriuir". Lógicamente, la} definición transcri­
ta atiende más al concepto literal del vocablo que al ver­
dadero contenido del oficio; pero ciertamente, las perso­
nas que desempeñaban tales funciones disponían de una 
cultura que en la mayoría de los casos podríamos conside­
rar como rudimentaria. No obstante I lo ,e,xpuesto, esta 
Institución tuvo en un tiempo suma amplitud, y abarcaba 
todo cuanto se refería a la fe pública. A pesar de que 
había Escribanos que tenían cierto carácter de funciona­
rios, corrio eran los de la Cámara Regia, la mayoría eran 
individuos particulares para los cuales la única interven­
ción del Estado consistía en la institución del oficio. Eran 
estos los Escribanos Públicos, y a los cuales me refiero. 

Los Escribanos formaban un gremio, tanto en la Me­
trópoli como en las tierras ultramarinas, de tal manera 
que si los Cabildos nacieron espontánamente con las ciu­
dades, igual cosa podríamos decir de las Escribanías. A­
penas un cuarto de siglo después de fundada la ciudad de 
Caracas, empezaron a 'llegar a ésta aquellos individuos. 
En número l:i!mitado, ya para el año de 1836 se cuentan 
diez o doce, exigua cantidad si se tiene en cuenta que de­
terminadas ciudades de España, naturalmente que con 
mayor población, contaban ciento cincuenta y más. Las 
Leyes de Indias los limitaron. El Escribano, al principio 
de su registro, indicaba el núnfero que le correspondía: 
por esta razón se les llamaba también "Escribanos de Nú­
mero". 
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La pobreza de algunas ciudades, que no daban los su­
_ficientes emolumentos, impedía que existieran Escribanos 
.en ellas: en este caso, los Justicias desempeñaban dicho 
. oficio. Así se observa que · en ocasiones los Alcaldes y 
·Gobernadores de Provincias, instruían justificativos, y co­
mo este oficio era propio de los Escribanos se hacía cons­
tar al fin la correspondiente salvedad, o sea, de que no
había Escribanos en el lugar. En 1.780, un Escribano de
Guayana, pedía que se le diera un subsidio por el Real
Erario, "hasta que el comercio marítimo sufragara lo que
gastase a su manutención", (1). Daba a entender igual­
mente la pobreza de ciertas Escribanías el hecho de que
en 1774, en Barcelona, las dos Escri.banías que había se
servían por arrendamiento, "a causa de que aunque fue­
ron sacadas a p�gón para su venta, no avía parecido pos­
tor alguno, que la de San Felipe de Austria y San Bal­
thazar de los Arias y la Villa de Aragua avían cada una
por dotación un escrfüano numerario y de cabildo, pero
que en la actualidad estaban vacantes por falta de quien
las comprase o arreudase, por cuyo motivo los asuntos ju­
diciales se autorizaban por sus justicias ... y que en los
demás pueblos y lugares de aquella Provincia no había
escribanía alguna" (2). Más tarde el Rey solicitó la lista
-de las mismas en toda la Capitanía para proveer lo más
-conveniente en ei caso. Algunas veces estos oficios se a-
rrendaron, en un lapso de cinco años, por cien reales en
todo el tiempo (3).

Los Oficios de Escribanos se obtuvieron en los prime­
:ros tiempos por concesiones de la Corona a personas que 
en América habían desempeñado ciertos cargos de utili­
dad real; posteriormente una Real Cédula ordenó que sólo 
se obtendrían por compra, o por cesión de su propietario. 
La Ley 124, título 20, Libro VJtII de la Recopilación de In­

. días fija los pormenores de semejante operación: vacan-· 
te un puesto de Escribano, se le otorgaba al mejo·r postor 
en venta pública. El Capitán General o Gobernador, da­
ba la institución al adquirente, pero el expediente debía 

· pasar a España para su ratificación y expedición del títu-
lo definitivo. Existen en nuestro Archivo Nacional ex­

. pedientes completos sobre la materia.

( l l .-Real Cédula de 1780.-Archivo Nacional. 
· (2) .-Real Cédula de 1780.-Archivo Nacional. 
,( 3) .-Real Cédula de 1780.-Archivo Nacional. 
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Tenía ade�ás, como carga, el Oficio de Escribano la 

media anata, o _sea la :13-itad del sueldo que produjera en
-el curso del primer ano. El Real Erario obtenía sumas
.de alguna consideración por este respecto . 

Las condiciones requeridas para ser Escribano eran 
· las siguientes: 19 Ser libre; 29 Ser cristiano; 3Q S�r pru­

dente; 49 Saber escribir; 59 Ser vecinos de la población
y legos, y 69 Tener dos años de práctica y veinticinco años
<le edad.

Como expuse antes, los Escribanos llevaban todo
.cuanto se refería a la fe pública general; más tarde se se­
paró la_ fe pú):>lica judicial de la extrajudicial; pero esta
separac10n fue obra de la República, porque España la
.a�optó por Ley _de 1862. Así, en los más recientes expe­
dientes de Escribanos se notan actuaciones de carácter 
extrajudicial: de aquí se desprende la importante misión
-que desempeñaron en la vida jurídica de los pueblos aque­
llos individuos.

Todos est_?S �,ccumentos �e extendían en un principio 
-en papel comun, pero a partir de 1638 el papel timbrado 
,qued._ó establecido en América, como lo estaba en España. 
Desde entonces toda acta pública, todo contrato todo es­
•Crito judicial, debía hacerse en papel timbrado".' (4). 

Es interesante observar el perfeccionamiento de di­
·cha institución en Venezuela. De los primeros expedien­
tes, o sean de lo§ de 1595, a ]os últimos hay notables dife­
rencias en cuanto a organización. Las graves dificultades
-que se presentaban en la búsqueda de los otorgantes, aho­
ra no existen, porque los Registros de los Escribanos van
precedidos de un índice general, origen del Indice de Otor­
gantes que separadamente llevan nuestras Oficinas de
·Registro. Es estupendo el avance de dos siglos que dura­
-ron entre nosotros las Escribanías, y sin temor a errar, la
República recibió un material mag,nífico para! construir
su actual institución de la fe pública extrajudicial. Es
por esto que esta institución es propiamente nuestra, y son
•contados los casos de los que dudan de su eficacia. No se
crea que nuestro Registro Público es una obra separada

� 4 J .-Depons.-Viaje a la Parte Oriental de Tierra Firme.-T rad. española. 
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de la tradición· al contrario, sus raíces están prendidas en 
las capRs de �uestra estratificación social y de nuestra 
primigenia organización jurídica ;. tiene muc�o de nuestra 

vida remota, de suerte que en la mterpretac10n de nuestra 
Ley, de Registro el factor histórico se1:ía _ d� incalculables 
beneficios . Y entre nosotros, aquel prmc1p10 de construc­
ción legal es tanto más valedero, cuanto que a diario ob­
servamos, ora en el derecho público, ora en el priv�do, la 
jnaplicabilidad de normas que . i?lportamos de pa1ses de 
culturas multiseculares, pero d1stmtos, y que entre no�o­
tros son normas desarraigadas. Acaso la Ley de Regis­
tro y sus antecedentes inmediatos -las Escrib_aní�s- sea
una de las pocas leyes venezol�nas , en el sentido �ntegral 
del vocablo, arraigada y experimentada durante s1�los_ �n 
nuestro propio medio. Se puede decir q_ue . e� prmc_1�10
innovador del derecho ha respetado el prmc1p10 trad1c1�­
nal del dereclho; o dicho de modo más particular, la insti­
tución de la fe pública ha permanecido constante, r las 
normas reauladoras han seguido las necesidades e impe­
rativos de 

0

los tiempos. Yo creo que esta institución de 
bien ha de ser indestructible como el Estado. 

Hay un punto, en este an�_lisis histórico. gue merece
la más viva atencion: la cuest1on de la publicidad de las 

hipotecRs; estrechamente unida al Oficio que analizo. 

La hipoteca, como instr�:-nto del cré?i�o, debe reu­
nir las condiciones de especialidad y pubhc1dad, ya que 
uno y otro interesan a las partes contratantes. Este tra­
bajo estudia sólo el segundo elemento. 

Entre las hipotecas de la antigüedad, a lo menos la 
hipoteca romana, estaba desprovista de todo ele1_nento que
la hiciera conocer de los interesados en determmada ope­
racion, y desde entonces se resentía e1 . crédito de tal de­
fecto. Las Siete Partidas, en este particular, como en o­
tros muchos, siguieron la. tradición romana, �e s��rte que 
podríamos decir que en, este e�ta�o d,e la leg1slac10n espa­
ñola la hipoteca se podia conshtmr solo consensu, pues no 
necesitaba de documento público y su prueba, en conse­
cuencia, podía hacerse por medio de testigos. 

La más· antigua legislación española sobre publicidad 
de la !hipoteca data de las pragmáticas de los años de 1.539 
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y �.558, en do1:de los reyes ordenaban que para evitar 
p_le1!os _ ";/ confusiones se estableciera en cada cabeza de ju­
ns�1cc1on una persona que tuviera un libro en el que se 
reg1stra_r-an los contr�tos que contuvieran gravámenes hi­
pote,car10s o �ensuanos. Esta legislación, al parecer, no
llego ª, c_umphrse, a lo menos se cumplió en parte, pues la
pragmah�a de 1.713 anota que "de la inobservanci.a de 
las anteriores pragmáticas se habían serruido y seguían in­
nume�ables perjuicios" y se ordenaba 

O 

que "para mayor 
segunda� de los registros el Oficio haya de estar en los 
Ayunta�1entos de todas las ciudades, villas y lugares, y 
que los instrumentos se ,hayan de registrar por los Escri­
ba?�s de Ayuntamient�"· Es ind�scutible que estas prag­
�at1cas, por su 1:e�to mtegro. deJan ver que sólo fueron 
�1ctadas para ,�spana, y_a que �n ellas se alude siempre a 
· �stos. ��ynos , r. es bien sa�1do que cuando cualquiera
d1spos1c10n se refiriera a Espana y a América, la expresión 
usada era "estos y esos Reynos''. A lo menos es cierto 
que en Venezuela las pragmáticas anteriores, no se apli­
caron, como lo expondré luego. En 1.768 fué ratificada 

Y ampliada la auterior disposición, en donde se preceptua­
ba _que cada Escribano de cabeza de Partido debía tener
re_g1stros se�arados para cada uno de los pueblos del Dis­
trito, a los fmes dichos. (4). 

Tal _era , pues, la. legislación espaüola ; véase ahora lo
que yaso en Venezuela: los que se han ocupado sobre el 
particular entre nosotros, que por cierto lo han 'hecho de 
n�a manera más o menos vaga, han venido repit.iendo lo 
d1c9-_o por Escriche en su. J?iccionario de Derecho y Legis­
lac1on, , o sea., qu_e el Of1c10 de Anotador de Hipoteca se
traslad? a Amer1ca en 1.778 y 1.783, y en consecuencia 
han af1.rmado aquellos que en Venezuela este Oficio no 
existió _sino a partir �el. año �e 1._778. Yerran los que tal
cosa afirman. De mis mvestigac1ones en los diversos ar­
chivos de Caracas he podido comprobar con exactitud que 
para el año l. 761 existía en esta ciudad el Oficio de Ano­
tador de Hipoteca según disposiciones publicadas en ban­
do de 18 de mayo de 1.761 por: el Escribano Públi­
co y de Gobierno don Francisco Buenaventura Terrero (5). 
En dicho año se trasladó a w1 Libro especial nota de todos 

los actos que constaran en los Archivos de los Escribanos 

(4) .-Novísima Recopilación, Lib. V. Tit. X. 
(5) .-Censuaiistas, Vol. l. Registro Principal del Distrito Federal. 

4 
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en los cuales se establecieran gravámenes, de suerte que, 
para este momento la hipoteca. está constituída por un do­
ble registro: el úno, en el cual se instituye, el otro, que 
concentra todos los gravámenes, o sea, que existe un ano­
tador de Hipoteca, punto de partida de la verdadera pu­
blicidad del gravamen mencionado, y que permite exami­
nar con exactitud el estado de los muebles e inmuebles, 
porque 'los muebles, en esta época, eran susceptible� d� hi.poteca también. No es menos cierto que con antenon­
dad a la fecha indicada, los Escribanos llevaban nota de 
las hipotecas, pero esta anotación dispersa dificultaba 1:1 búsqued� para precisar el estado de las cosas; por consi­
guiente, en el año de 1.761 comienza �n Venezuel� la ver­
dadera publicidad de tales actos. La circunstancia de la 
doble anotación, o sea la constitución misma y la anota­
ción propiamente, originaba discusiones de cuál era el ac-' 

to verdaderamente constitutivo de la hipoteca. Es de 
observar que el primer registro, al parecer, era .el que _da­
ba el carácter de instrumento público a la escritura hipo­
tecaria, y por esta razón e1 Escribano terminaba �qu�l!os 
documentos: "dando poder {este registro) a los Justicias 
competentes para que a ellos (a los obliga.dos) los compe­
lan por vía ejecu!iva". (6). Tal discusión es a_un actual
en otros países como puede leerse en los tratadistas fran­
ceses; de tal 1�anera que nosotros, en nuestra institución 
de Registro, hemos obviado estas dificultades? p�es el acto
!hipotecario ante el Registrador e� acto. constitutivo y. acto
de publicidad: la hipoteca no existe smo por el registro, 
que al darle publicidad, le �a vida.. En �s�e aspe�to, 
nuestra institución como segundad para el credito, esta _al
nivel de las más avanzadas legislaciones sobre la materia, 
y sus beneficios me parecen indiscutibles. 

1 • 

Por la Ley que· organiza el Poder Judicial, Ley _de la
Gran Colombia, siguieron subsistiendo, con los mis1;1os 
efectos al la.do de los Escribanos, los Anotadores de Hipo­
teca que debían existir en la capital de cada Cantón, y en 
cuanto a los primeros su número fué limitado y el cargo 
debía obenerse por oposición. La Ley, también de !ª 
Gran Colombia de mediados del año de 1.826, derogatoria 
en parte de la anterior, incorporó a la haciend�, nacional
el Oficio de Anotación de Hipotecas y establec10 el dere-
(6) .-Escriboníos.-Registro Principal del Distrito Federal. 
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cho de registro, bien entendido el derecho que llamaría­
mos específico, pues los Escribanos siguieron subsistien­
do; la cita.da Ley lo que creó fué un derecho de anotación,· 
ya que los Escribanos seguían interviniendo en la consti­
tución misma del instrumento. Así, la Ley imponía un 
derecho de dos por ciento sobre el precio por registro de 
cada venta, y los Escribanos cobraban lo estipulado en la 
correspondiente Ley de Arancel, por la. formación de la 
escritura de venta. La Ley de la República independien· 
te de 1.836, fué la que abolió las Escribanías y fundió am­
bos oficios. (7). 

En un verdadero avance administrativo, la Repúbli­
ca asumió el control de la fe pública e>..'tra-judicial consi­
derada 'hoy por los tratadistas sobre la ma.teria como inhe­
rente a la función del Estado, y sumó a los protocolos del 
Registro matrimonios, nacimientos y defunciones, que le­
yes posteriores segregaron de dichas Oficina's. Y como 
las Escribanías se obtenían por compra, al asumir el Esta­
do esta función evidentemente expropiaba a los particula­
res, pero la República, con un sentimiento de justicia so­
bre este punto, ordenó en la Ley citada de 1.836 que se 
hiciera el pago de las 'Escribanías previa presentación de 
los recibos y demás comprobantes, y que se entregara a 
los Registradores los Registros y los otros papeles que po­
seyeran los Escribanos. (8). 

Las, di�ersas vicisit?-des, por las que atravesaba la vi·
da econom�ca de la naciente República, hicieron que tales 
pagos suf!1eran demoras e inconvenientes; de suerte que 
para el ano �e 1.84:_4 aun había reclamaciones por tal res­
pecto. En di.cho ano el heredero de un Escribano de Va­
le.r:icia ,recl�maba, co�o causahabiente el pago de una Es­
cnbama. (9, Para el ano de 1846 una Ley de Indemnización 
lo fijaba de nuevo, pero sólo en la mitad en cuanto a los 
Escribanos Públicos e íntegramente en lo re!ferente a los 
Escribanos de Hacienda. (10). Tales eran las condiciones 
del Erario Público Las Provincias nada pagaron tampo­
co. La Ley de indemnizaciones se cumplió pues en par-

( 7) .-Escribanías, año de 1836.-Puede verse en el Registro Principal.-
Carocas, la nota de cierre de cado .Libro, y envío. 

!8) .-Recopilación de Leyes y Decretos de Venezuela, tomo l. 
◄9) .-Recopiloción de Leyes y Decretos de Venezuelo.-Tomo l. 
! 1 O) .-Recopilación de leyes y Decretos de Venezuela.-Tomo 11. 
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te. iSin embargo, desde un punto de vista teórico hubo 
más justicia en las_leyes venezolanas, ya que a lo menos 
consagraban el dereoho de reintegro que la Ley de la 
Gran Colombia no previó rii reconoció en cuanto a los O­
ficios de Anotación que ordenó expropiar. (11).

Así terminan las Escribanías en Venezuela. La Ofi­
cina Principal de Registro del Distrito Federal, así como 
otras del interior de la República, conservan, como un 
efectivo valor histórico los registros 'hasta. el año de 1.836, 
cese definitivo de las funciones de aque'llos. En lo ade­
lante sólo existen Registradores, que fueron de dos cla­
ses: Registradores Principales y Registradores Subalter­
nos. 

¿ Qué causas determinaron al legislador a. suprimir 
las Escribanías y a establecer el Registro Público? A me-­
nudo se ha visto en la Ley de la Gran Colombia de 1.826 
y en la venezolana. de 1.836, leyes puramente fiscales, o 
sea, incorporación a la hacienda de la República los dere­
chos de anotación y registro primero y luego de Registro 
íntegran:iente. Este concepto me parece exacto en gran 
parte; sm embargo, no hay que olvidar que la intención 
legislativa fué también la de la utilidad social; pues de es­
te modo se obviaron las dificultades de que he hablado, o 
sean las irregularidades en el servicio: en cierta.s ciuda­
des no existían escribanías por los motivos expuestos; la 
institución del registro corrigió estos inconvenientes al 
crear en cada cabecera de Cantón una Oficina de Registro· 
Subalterna y norma1izó, en consecuencia, la prestación de· 
un servicio de interés social. 

Se h� objetado que la creación del registro desvirtúa 
nuestro propio concepto legal del documento público, y 
resulta por tanto que nuestros documentos de esa índole 

( 11 l .--El doctor J. M. Hernández �on, er, su obra TRATADO ELEMEN­
TAL DE DERECHO ADMINISTRATIVO (vol. 11, pág. 365), dice: 

· "Cuando el Gobierno de la Gran Colombia asumió el servicio de Re­
gistro Público, decretó una indem:iización a favor de los Escribanos. 
que quadoron desposeídos, y ordenó que sus archivos se entregose,J 
en la Oficina rle Registro". Esto es un error: como está dicho, 
la Gran Colombia no asumió el servicio de Registro Público, ni me­
nos decretó indemnización alguno. fozgo que el Prof. Hernóndez 
Ron quiso referirse a J¡; Ley venezolana de 1.836. Así lo ,asienta, 
el ilustrado Prof. en la 2l' edición de su obra. 
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no son .tales porque su formación no corresponde á. la rea­
lidad jurí,iica. Véase por comparación la definición de 
documento público conforme a la legislación italiana y a 
la legislación francesa. En la primera se establece la si­
guiente definición de instrumento público: "E.1 acto pú­
blico es el que ha sido recibido con las debidas formalida­
des por un notario o por otro funcionario público autori-· 
zado en el lugar donde el acto se efectuó para atribuirle 
fe pública. (Art. 1.315 del C. C. italiano. - Art. 1.317 
-del Cod. C. fra.ncés).-Véase igualmente la antigua defini­
ción de instrumento público de nuestro Código de Proce­
dimiento Judicial de 19 de mayo de 1.836: "Los documen­
tos son públicos y privados: los públicos son las escrituras
otorgadas ante un Escribano u otro empleado público com­
petente, etc. Los privados, son cualquiera especie de do­
cumentos hechos por las partes o personas particulares,
como vales, obligaciones, libros de cuentas, corresponden­
cia epistolar y otros. (Art. 13).-La expresión "recibido
con las formalidades legales" quiere decir, expone Ricci,
heoho con la intervención personal del funcionario.--Si.n
d�da que, conforme a estas definiciones, el documento pú�
?hco par�, que lo sea. debe ser constituído con la propia
mtervenc1on del notano o de otro funcionario. Pero nues­
tra legislación vigente, desde ha.ce muchos años es abso­
lubamente distinta a las transcritas. El Código Civil no
demanda el requisito indicado, puesto que conforme a és­
te, documento público es "el que ha sido auto-rizado con
las formalidades legales por un Registrador u otro funcio­
nario o empleado público que tenga facultad para darle
fe pública en el lugar donde el instrumento se ·haya auto­
rizado". (Art. 1.383 del Cód. Civil).-De nuestro texto
se desprende que el Registrador u otro funcionario autori­
za el acto, no que contribuye a su formación. La misma
expresión de autorizar e:l instrumento presupone la for­
mación previa de él; de tal manera que cualquiera escri­
tura que el Registrador autorice dentro de su jurisdicción,
Y para la cual sea competente, es un documento público
por mandato de la ley. En nuestra ley se tiene en cuen­
ta la competencia del funcionario para el acto determina­
do, la jurisdicción y el cumplimiento de las formalidades
que el acto requiere privativamente· no }a intervención
del funcionario en la formación mis�a del instrumento.
Por ello, tal argumento carece de base legal entre noso­
tros, y resulta anacrónico en el estado de nuestra vigente
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legislación.-Lo demás, pueden ser teorías más o menos 
aceptables. 

¿Por qué el legislador. venezolano bifurcó la institu­
ción y creó Registradores Principales y Registradores Su­
balternos? Yo creo que fué cuestión de división del tra­
bajo. y recargo de ésta al asumir el País su vida indepen­
diente. En efecto, los Oficios de anotación de hipotecas, 
pasaron 2 .. ser función del registro; las patentes de nave­
gación, que antes no existían, po•r ser privilegio de la Co­
rona, las cartas de nacionalidad, por igual respecto y así 
-otros asuntos. 

Las Leyes de Registro han seguido en la. República 
el ritmo variable de nuestra vida política. Algunas ve­
ces, organización centralizada; cuando la primera Consti­
tución Federal, el Registro fué para. los Estados una en­
tidad autónoma, con derechos propios, con funcionarios e­
legidos por los Poderes de aquellos, y aun cuando la legis­
lación de la materia ha sido siempre de la competencia 
nacionr.l, la administración era privativa de los Estados. 
Es preciso observar, sin embargo, que a partir de 1.873 
una porción de los derechos vino a formar parte de la Na­
ci-0n, h€c·ho muy frecuente entre nosotros, y que en €ste 
caso fué obra de los propios creadores del federalismo. 

El progreso, en nuestra legislación y organización de 
R_egistro, ha sido lento: desde la primera ordenación jurí­
dica hasta el presente, el cuerpo de la Ley ha crecido de 
un modo extraordinairio. En 1.836, la Ley abarcaba. un 
complejo uniforme, sin títulos explicativos; las Oficinas 
estaban desprovistas de Libros variados, pues a excepción 
de los protocolos y del libro índice no se indicaban otros 
dentro de los treinta y cinco 2rtículos lacónicos. La for­
ma antigua de la división en Provincias y éstas en canto­
nes, que a su vez abarcaba varias Parroquias, hizo posible 
el que no se estableciera. una Oficina en cada entidad real, 
lo que hubiera recargado los gastos, sino una. para el gru­
po id�al, �barcado por el Cantón, y luego una Principal 
que smtehzara el concepto abstracto de la Provincia. Una 
parte de los derechos se dedicaba para. los gastos de la ad­
ministración de justicia. La forma central del Gobierno 
hacía que los Registradores Principal.�s fueran nombrados 
por el ejecutivo nacional, y la dependencia en que se ha-
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llaban los subalternos explica que éstos fueran designa­
por aquellos. Esto mismo da a entender el que sólo los 
Principales dieran fianza, y la misma palabra de subalter­
nos señala el origen y primitiva organización de las Oü· 
cinas. Estas denominaciones, en la actualidad, no tienen 
razón de ser, y deben suprimirse. 

La Ley de Registro Público de 1.838, deroga. la ante­
rior. Esta Ley ha sido la de más larga duración en esta 
materia, y sus 'líneas generales, a diferencias de algunas 
modificaciones en los derec'hos, son semejantes a. la ante­
rior. Es verdad que en el año de 1.861 se dictó una nueva 
ley, pero no llegó a estar en vigencia. Vivió, pues, la 
del 38 a través de nuestra guerra Federal y se reafirmó 
por una disposición del mismo Gobierno que mandó poner 
en vigencia todas las leyes anteriores a 1.858.­
Por cuanto al cambiar la República su forma primitiva 
hubo dudas sobre a qué entidad debían corresponder los 
derechos de registro, fué preciso una disposición expresa 
que mandaba que los citados emolumentos pertenecían a 
los Estados, ya que tenían el carácter de renta propia de 
los mismos. 

El Decreto Ejecutivo de 1.867 deroga la. Ley anterior. 
¿Por qué lo que hasta entonces era materia de una Ley 
lo es en este afio de un Decreto Ejecutivo? La causa se 
encuentra en el Código Civil. Este cuerpo de leyes del 
mismo año trae en sus disposiciones mucha parte del ma­
terial que antes figuraba en las leyes de Registro, y en 
concepto del legislador. y por disposición expresa del Có­
digo Civil se consideró como reglamentaria la parte res­
tante. Sus principales reformas fueron: la obligación im· 
puesta a los Registradores de formar un cuaderno men­
sual, que contuviera.: 19 la constitución de la propiedad 
inmueble; 29 los derechos modificativos de la misma, y 3Q 
los créditos con privilegios e hipotecas, orígen los dos ú1-
timos, de los actuales Libros de gravamen; se creó la ins­
pección de las oficinas por la autoridad judicial; se ins­
tituyó el Libro de presentaciones y las notas de registro, 
y aparecieron dos títulos especiales: uno, sobre las penas, 
y otro, sobre quiénes deben pagar los derechos de registro. 
-Por Decreto Ejecutivo de 1.874 se creó un Fiscal para
fospeccionar las Oficinas de Registro, origen de los Fis­
cales o comisionados que puede nombrar por la Ley vigen­
te el Ejecutivo Federal.
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La Ley derogatoria de la anterior (1.876) armoniz·a 
en su texto dos reformas sustanciales de la administración 
Y or�ai:iización del país. En primer término, la del regis­
tro c1v1l, que antes estaba encomendada a los registrado­
res subalte'l·nos, como queda dicho, y que ahora se confía a 
otros funcionarios: por ello se ve desaparecer de las Ofi­
cina.s Subalternas los tres primeros protocolos: y en se­
gundo lugar, dar de nuevo a la ley su carácter autónomo, 
para lo cual era indispensable reformar el Código Civil. 
Esta reforma se hizo en 1.873 y se suprimió de su te:>..1:o 
gran pgi.rte de la materia dejando sólo una porción idénti­
ca a la _qu_� se encuentra en el Código vigente. Por tanto,
s� supnm1? la facultad reglamentaria concedida al Ejecu­
tivo. Creo nuevos derechos; se fijó sueldo a los Re­
gistradores. y se ordenó la necesidad de la fianza para los 
subalternos. 

Fuera de algunas aclaratorias sobre la interpreta.ción 
de ciertos artículos., la verdadera derogatoria de la Ley 
anterior se encuentra en los aúos de 1.882 y 1.886; Ley la 
:primera, Decreto. ejecutivo la segunda. Hubo, a mi en­
tender, una errada interpretación de los principios; una 
usm1)ación de atribuciones. En efecto, en el año de 1.882 
el Congreso Nacional dictó la Ley de Registro pa,ra toda 
la República, y no se comprende cómo en el año de 1.886 
el Gobierno Federal diera un Decreto que modificaba a­
quella, sólo para el Distrito Federal. Tuvo también la 
inelegancia de incluir en su texto /cosa que se repitió 
despuésl el presupuesto de los registradores de la aludida 
entidad. Ambos ordenamientos trajeron como principa­
les las reformas siguientes: rebajar a veintiún años la e­
dad para los registradores; pero, aun que si bien, en puros 
principios eran mayores y capaces, contrariaba una tradi­
ción remota que siempre fijó, aun para los Escribanos, la 
de veinticinco por considerarse preferente aquel término. 
Se ordena que los documentos que se presenten a las Ofi­
cinas Principales se copien sólo en extracto, se establece 
la tasa sobre las sociedades de comercio, y en fin, se mo­
dela, en cierto modo la organización actual. 

La Ley de 1.887 unifica de nuevo el sistema; crea el 
cuaderno de correspondencia y los Jibros de caja; estable­
ce Oficinas subalternas en los Territorios Federales; se 
vuelve a la antigua norma de los veinticinco años para 
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poder ser Registrador, se crea la incapacidad de éstos pa­
ra registrar los instrumentos de sus parientes inmediatos, 
y se da al Presidente de la �epública la facultad de inter­
pretar auténticai:.n.ente la Ley con el voto favorable del 
Consejo Federal. 

En 1.904 el Gobierno manda ejecutar la Ley de Re­
gistro del mismo año, y en la cual se aumenta el número 
de los actos gravados, y éstos se ordenan numéricamente; 
se incluye en el protocolo único de la Oficina Principal 
las manifestaciones de voluntad de ser venezolanos; se su­
prime el examen para ser Registrador a los Abogados y 
Procuradores y para ]os que hubieren desempeñado el 
cargo por cinco años, y se reafirman disposiciones ante­
riores. 

Las leyes de 1.909 y 1.910, consignan las siguientes 
refonnas: 1 Q se establece que los actos registrados contra 
prohibición judicial, no surten ningún efecto; 2Q se ins­
tituyen las formalidades del Libro de gravamen: 39 se re­
gfamenta el pago de los derechos de fincas situadas en 
distintas jurisdicciones, y 49 se da a la Corte Federal y de 
Casación la facultad de resolver las dudas sobre la inter­
pretación de la Ley.--Sobre este particular escribe el 
doctor F. Alvarez Feo (cit, Hernández Ron, Vol. citl: "Es­
ta facultad conferida a la Alta Corte constituye una ex­
cepción en el derecho venezolano, pues el dictamen emi­
tido tiene el carácter de una reglamentación de la Ley de 
Registro; único caso en que la autoridad judicial ejerc_e la
potestad reglamentaria que entre nosotros ha sido siem­
pre un atributo del Poder Ejecutivo-"Ciertamente, el 
doctor Alvarez Feo parece consignar la tesis de que, con­
forme a los principios, la Ley de 1.887 es más racional en 
este punto. Yo no lo creo, ni considero que esta. inter­
pretación de la Corte tenga carácter! reglamentario, ya 
porque cada decisión puede ser modificada en caso análo­
go, ya, porque se trata de la simple interpr�taci�1;1- de un 
precepto. E independientemente de toda d1scus10n, esta 
facultad es notabilísima. sobre todo si se tiene en cuenta 
que la mayor parte de · los registradores n? son toga.dos. 
La interpretación de la Corte suple, en cierto modo, la 
deficiencia científica de éstos. 

La Ley de 1.915 vino como consecuencia de un nuevo 
orden de cosas. Desde lejanas épocas, aun desde la Colo-

. .  
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nia, la Instrucción tenía patrimonio propio, independien­
te del patrimonio nacional. En 1.912 se centralizó toda 
la renta de la República; no podía, pues, seguir subsis­
tiendo en la Ley de Registro

1 
una porción de derechos pa­

ra atender a la instrucción. Los gastos. afectan, desde 
esta época, la masa global de los ingresos. Además, se 
creó un derecho específico para los actos de constitución 
de hogar. Tales son las re.formas más importantes. 

La facultad dada a la Corte Federal y de Casación 
por la Ley de 1.909 'hizo que aumentara el número de las 
c?nsultas, y �uchos de los preceptos de las leyes poste­
r�ores se debieron a la voluntad del legislador de conver­
tir_ en derecho positivo la jurisprudencia de este Supremo
Tribunal. La ley de 1.925, derogatoria de la anterior, si­
gue, en muchas de sus reformas, lo dicho anteriormente. 
Esta Ley ha hecho una minuciosa ordenación de la ma· 
teria que la hace de fácil manejo, y entre otras, estable­
ció el artículo 113 de la misma, o sea la facultad que tuvo 
el Ejecutivo de centralizar las ofici-nas que creyera con­
venient_e, punto de partida de la legislación actmil que ha
centralizado completamente el servicio (12). Pienso que 
en el futuro, la institución se reserve sólo para la propie­
dad y sus limitaciones, ya que así parece desprenderse de 
las innúmeras supresiones habidas en su texto en todo 
cuanto no se refiera a aquella. materia. Y además, esa 
tendencia, que semejantes organismos han seguido en o­
tros países, es efecto de las complicaciones de la vida so­
cial que han ido especializando cada día las labores admi· 
nistrativas. 

Como puede verse, "la organización que a partir de 
su fundación se ha venido dando al Registro Público en 
Venezuela, puede considerarse como de las más perfectas 
en su género existentes en los diversos países de Europa 
y América. Poseemos, pues, una organización modelo que 
garantiza eficazmente la propiedad inmobiliaria. 

. Bien distintas son las cosas en la República Argenti­
na, por ejemplo, pues según el Profesor Bielsa el sistema 
de registro de ese país, "es el más rudÍ!mentario de los co· 
nocidos" la misión que cumple es poco importante, sus a· 

( 12) .-Recopilación de Leyes y Decretos de Venezuela.
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- tribuciones limi.tadísimas "y su acción meramente pasiva;
todo se reduce a un trabajo en cierto modo mecánico, ya
la inscripción, ya la transcripción de documentos; la ins­
titución es, en fin, un órgano de comprobación oficial de
la condición legal de las propiedades o más bien del do­
minio sobre inmuebles". Bien distinto es el papel de los
registros germánicos, y aun más de los registros organiza­
dos según el sistema de Torrens. En estos sistemas la
misma función jurídica de los registros pide una organi­
zación administrativa importantísima, tanto más cuanto
que el Estado, responsabilizándose de sus actos, intervie·
ne como órgano tutelar de la buena fe y de los intereses
patrimoniales del particular, legitimando con su interven­
ción el lítulo de la propiedad inmueble".

Es un sistema atrasado ése de que el régimen inmo­
biliario se desenvuelva en la esfera del derecho privado
puramente, desempeñando un pap�� pasivo la ª�JJ?inistra­
ción, ya que se reduce a la prestac10n de un servicio como
pudiera prestarlo un particular, o sea la conservación de
los registros. Los registros en aquellos países son pers�­
nales, y no territoriales, como sucede en nuestra orgam·
zación, lo que ofrece más perfección y garantía.

La organización de nuestro registro público se apro­
xima más al llamado sistema germánico, pues la ingeren­
cia de la administración pública es total, y no limitada co­
mo en el argentino, mejor dicho, en el _r�gimen in�obilia·
rio el Estado interviene en forma posihva, atendiendo a
ralones de orden administrativo, fisca'l, económico y so-
cial". (13).

Si, por otra parte, consideramos las seguridad� que
ofrece el servicio controlado por el Estado, las diversas
formalidades establecidas para evitar el fraude, la perfec­
ción en lo que respecta a publicidad, concluiremos qu� al­
go de lo mejor organizado que poseemos es el Registro
Público, y que volver a las Escribanías sería inconvenien­
te y anacrónico:

Caracas: 26 de febrero de 1939. 

(13).-J. M. Hernández Ron.-TRATADO ELEMENTAL DE DERECHO

ADMINIS"JRATIVO, Vol. 11. 
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Reflexiones Sohre ,flJUl Constitución 

Venezolana 

(Discurso en el Colegio de Abogados del 

Distrito Federal). 

He adoptado oauí los subtítulos que mi ilust-rado omigo Monseñor Doc· 
tor Jesús María Pellín puso a mi Discurso cuando f.ué publicado en 
el Diorio "La Religión" de esta ciudad. 

Designado por el órgano representativo del Colegio 
de Abogados del Distr_ito Federal para decir el Discurso 
de Orden en esta clásica Sesión, mi pensamiento se dirige 
en primer término a elevar mis más fervientes votos por 
el retorno a la República de la norma1idad institucional, 
ambiente indispensable para que los hombres de nuestro 
gremio puedan ejercer el ministerio de que por las le­
yes están investj_gos, ejercicio ésie que, no obstante las crí­
ticas muchas veces injustificadas, es tan útil a los indi­
viduos, a la sociedad y a 1os intereses permanentes y su­
periores de la Nación. 

Y creo también adecuado y lógico que un persone­
ro de nuestro gremio en estos días que corren y ante las 
perspectivas que se avecinan, diga su ingenua palabra so­
bre el capital problema de la superlegalidad que habrá de 
•estructurar el Estado venezolano, y presente, señores, an­
te vosotros no so'lamente el resultado de sus reflexiones
sobre cual debe ser objetivamente la organización de esa
superestructura estatal, sino también de manera muy es­
pecífica aquellas consideraciones sobre nuestra propia vi­
da, que en más de un siglo de constante lucha aparece an­
te nuestras conciencias atormentadas por los dolores del
pasado, las angustias del presente y las dudas del porve-
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nir, como un patrimonio espiritual y material que parece 
esfumarse en el tiempo y desplazarse de n�estro dominio, 
que es el dominio de un gentilicio insustituible. 

Una constitución 
Si formal y jurídi,camente una Constitución e� un 

conjunto de normas calificadas que estructuran los orga­
nos máximos del Estado, sociolfrgicamente una Carta fu�­
damental debe ser la expresión de un pueblo en la mas 
elevada función de sn existencia y un instrumento apto 
de transformación sucesiva. Ya pasó, tal lo creo, aquel 
ciclo romántico de un sencillo racionalismo, que preten­
día moldear con leyes y con Códi:gos la _fisonom�a d_e � 
pueblo, para ceder el paso a las concepc10nes mas c1enti­
ficas de otras Escuelas, que han demostrado qu� el dere­
cho legislado debe ser expresión, Jo más aproximad� del 
alma del pueblo para quien está hecho. En el devemr de 
nuestra vida ambas corrientes han encontrado sus soste- .nedores e impugnadores, sinceros o interesados. E� pa­
ra no mencionar sino, entre otros, dos nombr_es emmen­
tes: Felipe Larrazábal y Fermín Toro. El primero, pro­
clamando desde su cátedra universitaria que los p�eblos 
se salvan a base de instituciones, con su constru�c10n de 
un sistema político que parte de, un presupuesto Jus-natu­
ralista de hombres buenos y generosos; y el segundo, con 
su análisis realista, positivamente venezolano, afirmando 
desde su tribuna de .}a Convención de Valencia que deter­
minadas instituciones, suponen para su realizaci�n de cier­
tas condiciones virtudes y aptitudes en el 1med10 para el 
cual se crean. ' Los pensamientos del tribuno .ª menudo 
han sido olvidados entre nosotros; pero la re�lldad ".e�,e­
zolana ha afirmado, en el curso de una centuria, l� _v:s10n
profética del magnífico orador. (1·)· Mas, si un anahs;1s_ de
esta última índole puede producir en nuestros espiritus 
un crudo pesimismo, lo patriótico no e� disimular nuestr�s 
males. sino afrontar una terapéutica de ellos, para que al ir 
transf�rmando. las condiciones de nuestra vida vayamos 
asimismo construyendo los más sólidos fundamentos de 
nuestro edificio del porvenir. 

�lio!é Larazóbal, "Prindpio, de Derecho Politice o Eler1;ento� de la 
Ciencia Co�,stitucional". Caracas, 1.864.-Toro, Ferm1.n, D1s�urso�. 

en la Convención de Valencio y mi artículo en, '.'El Universo! , 0�­
tubre de 1.945, "Los Estudios de D.irecho Polit,co en Venezuela . 
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'El sistema constituci_onal de Venezuela 

Desde sus días primigenios el Estado venezolano se 
ha estructurado con una Constitución rígida, con la limi­
tada rigidez que tienen en los países latino-americanos sus 
Cartas Constitucionales, dada la relativa facilidad que 
existe en ellos de introducir reformas. Dicha facilidad 
se debe a que en estas naciones -y me refiero sobre todo 
a Venezuela- hay una ausencia de fuenas capaces de 
oponer una prudente resistencia a los órganos del Estado 
llamados a conocer y resolver sobre tan delicada cues­
tión. Mantener este sistema, no obstante, me parece más 
conveniente, antes que ocurrir al regimen de las Constitu­
ciones flexibles, modificables por la vía legislativa ordina­
ria. Esa relativa inmutabilidad ofrece asimismo un mí­
nimum de estabilidad institucional conveniente a la sal­
vaguarda de los intereses económicos y morales del con­
glomerado, y constituye también un freno a nuestras con­
tinuas revoluciones y crisis. Mantener, pues, el modelo 
clásico y acaso aumentar las trabas existentes para las re­
fonmas ulteriores, estimo que debe ser una cuestión pací­
fica en el pensamiento· y voluntad de los hombres llama­
dos a esa tarea suprema y honrosa de reorganización. 

Creo que el nuevo Pacto debe estar informado por 
una sinceridad política hondamente venezolana, con la 
guía indeclinable de realizar un trabajo positivamente na­
cionalista. Hay que volver los ojos a nuestra realidad y 
a nuestra vida, sin ilusiones teóricas, sin presupuestos 
idealistas, a no ser el idealismo que fatigue nuestras am­
biciones de grandeza y de poder. En el año de 1.864 crea­
mos, importándolo del Norte, un federalismo que no !ha 
tenido jamás aplicación en Venezuela y que hoy, en la 
Carta fundamental misma, es una sombra difusa. Vol­
vamos otra vez a nuestro sistema centralista, con las ne­
cesarias concesiones a las Provincias para su desarrollo y 
estabilización; o en otros ténminos, forjemos nuestra má­
xima construcción política con una distribución de pode­
res que emane de la Nación, entidad ésta que para un ve­
nezolano es el más alto producto histórico universal, y que 
en nuestra juridicidad interna es una realidad efectiva y 
una unidad indestructible en el espacio y en el tiempo. 
Los Estados miembros de nuestro federalismo no han te­
nido nunca poderes que delegar. Reduzcamos el número 
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de esas Entidades y organicémoslas por zonas homogé­
neas, de correlativa uniformidad que permita la solución 
conjunta de problemas comunes, y así logra.remos dos 
fines: una más cabal divisióü político-territorial y una dis­
minución de la burocracia con toda su cohorte de funcio­
narios que absorbe nuestros recursos financieros tan ne­
cesarios para la revitalización del país. Y al lado de esta 
estructura, como elamento de cultura jurídico-social y de 
protección y vigilancia de los intereses locales, un muni­
cipa.lismo sencillo, sin atribuciones políticas, estructurado 
para un funcionamiento netamente económico, sin com­
plejidad, no uniforme como cuerpo, sino variable en su
número de acuerdo con las condiciones de cada ciudad o 
pueblo, organizado y controlado por el poder supremo de 
la Nación. No debemos olvidar que en esta materia hay 
que tener presente el proceso municipalista de Venezuela, 
y escoger, como lo hicieron los hombres de 1.830, no la 
fórmula sencilla del régimen de un Magistrado en cada 
Cantón o Distrito, como propugnaban algunos, ni la fór­
mula compleja de amplias concesiones a los entes locales, 
como indicaban otros, sino la tesis intermedia, equilibra­
damente· ecléctica. Hoy estimo, pues, que la estructura­
ción de las comunas para ser acertada, debe tener en cuen­
ta ese proceso histórico y centralizador, esa porfiada lu­
cha que han sostenido y esa templanza de los organismos 
soberanos para modelar y regular las aspiraciones, algu­
nas veces excesivas, a que han tendido los entes locales en 
nuestro país. (2). 

�El valor positivo de la inmigración 

Nación extensa y despoblada, Venezuela debe 
tender, como lo propugnaba Alberdi, para la Re­
pública Argentina, a. una sana, amplia y acoge­
dora política de inmigración, porque la .inmigración, es 
una institución constitutiva de las Naciones del nuevo con­
tinente, y a una equilibrada legislación sobre nacionali­
dad y naturalización. La tendencia en los países latino­
americanos de abarcar el mayor número de nacionales es 
una política juiciosa y lógica. La combinación del jus 
'Sanguinis y del jus solí que data entre nosotros, con carac-

.( 2) V. M• "Derecho ConstitucionJl".-H. de Ponsey. "Del Poder Muni-
cipal", tradución y notos por el Dr. Elías Acosta, y mi artículo "Lo» 

Municipi.:,s Venezolanos·• en "El Universal", setiembre de 1.945. 
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teres perdurables y sin condiciones desde la reforma de 
' 1.904, es�imo que debe mantenerse con ciertas modalida· 

des. Una revisión al respecto sobre los textos vigentes 
para corregirlos y adaptarlos, y para resolver, en fin, el 
grave ..,.problema de la situación del venezolano nacionali- · 
zado en el extranjero, de todo lo cual no puedo hablar en 
detalle, la considero conveniente. Con respecto a este 
último problema mi criterio ha sido el pensamiento de Be­
llo, "el más insigne de nuestros emigrados", o sea el de 
reconocer libremente el derecho de expatriación. Por lo 
demás, facilitar la naturalización al extranjero y hasta 
presumirla cuando se llenen determinadas condiciones, 
tales como el matrimonio con venezolana, una larga per­
manencia en el territorio y otras de naturaleza semejante, 
o quizás conceder en estos casos un derecho a 1a natura­
lización, a la vez que en general, establecer una equipa­
ración para el acceso a los destinos públicos, sin mayores
restricciones, es sano y aconsejable para inyectar así la
mayor suma de sangre nueva a nuestras raquíticas colec­
tividades, y atraer a nuestro suelo ese magnífico capital
humano que valorizará nuestras tierras, fecundará nues­
tros campos, hará prósperas nuestras industrias, facilitará
la alfabetización de nuestras masas, y que, con la sangre
de su sangre defenderá algún día, si fuere menester, la
soberanía de la República.'

>Democracia individualista- y
Democracia económica 

El mantenimiento de un conjunto de garantías no es 
discutible que debe existir en una Carta política; pero la 
-democracia individualista, tal como se la concibió en sus
orígenes, debe irse conciliando con la democracia econó­
mica. Aguel Estado liberal de fines de} si�lo XVIII que
"constituyó un instrumento de lucha contra las Monar­
quías absolutas de la Europa occidental", (3), atacado en
la actualidad por todos sus flancos, tctma hoy el aspecto
de una figura conservadora. Al lado del lógico manteni­
miento del capital privado y de las normas protectoras de
las clases proletarias, deben estructurarse en Id posible
supernormas que tiendan a proteger y a organizar una
.clase media, campesina y urbana, poderosa, y a difundir,

(3) Borthelemy y Due.z Traite de Droit Constitu1ionnel. 
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por consiguiente, ]a mediana propiedad, el ahorro y la ins­titución del hogar familiar. No la abolición de la propie· dad privada, sino la difusión de la misma es mi más ínti· ma convicción. Hacer presente, pues, a la clase media en la vida del Estado, y por tanto, en los cuadros de clases· y soldados del ejército venezolano para que así asuma ese honor y esa responsabilidad. Creo que esta clase se sen· tiría honrada si sus hijos, al hombro el fusil del soldado, :montaran su guardia en las fronteras sagradas de la. Pa· tria o ante el mausoleo que guarda las cenizas, no menos sagradas del Libertador. Como consecuencia de aquella orientación, es preci· so reconocer al Estado cierta intervención en la vida eco­nómica del País, ya para regular la producción, encausar la distribución de la riqueza y normar el consumo; ya pa­ra monopolizar determinadas actividades; ya, en fin, pa�a nacionalizar aquellas que ataúen a la. defensa de la P:op1asoberanía de la Nación. En este mismo orden de ideas debe ser o•bjeto de serias reflexiones una política consti­tucional de liberación económica que acogiera, entre otras las novísimas doctrinas so1bre los contratos de derecho pú­blico. No hay que olvidar que la idea de la autarquía es considerada desde Aristóteles como un requisito para la independencia y gobier1:o propios, la que hoy �eb� �nten· derse dada la integracion del mundo, como mas limitada, por s�puesto, que en la,s ciudades helénicas. (3b�). De igual manera hoy también se abre paso una corriente de municipalización de ciertos servicios públicos, explicable por los b,eneficios locales que ello comporta. La acepta� ción de estos principios la juzgo conveniente; pero a mi juicio la Constitución debe taxa�iva-.mente determinar los· servicios que pueden ser absorbidos para mante?er seg�­ra la actividad individual, especialmente la de ciertos ofi­cios ejercidos desde antiguo por los particulares c?n salu­da•ble provecho para los individuos y para la sociedad. 
La Iglesia Católica y el Estado Civil . , Hay una cuestión que no debo omitir en esta visión de conjunto, y es la de la Iglesia Católica como institu­ci,ón dentro del Estado. �ste problema creo que debe resolverse dentro de un entendimiento de ambas potesta-· des, bajo el regimen de un Concordato. Estimo que la 

( 3 bs. )-V, G. Jellinek.-Teoría General del Estado.-Trad. españolo. 
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Iglesia Católica es una utilísima colaboradora en la em­presa de saneamiento espiritual que demanda el país. Sus trabajos en la vida de la Nación, desde los días de la Co­lonia, son inapreciables. Debo declarar si, para evitar cualquier equívoco, que no propugno en forma alguna un exclusivismo religioso y que el regimen de la libertad de cultos debe mantenerse. En el orden social creo de mi país lo que un Profesor francés de derecho público creía del suyo, o sea "que si la democracia quiere reconquistar el terreno perdido y aprovecharse de los beneficios del de­recho constitucional, es necesario que mediante una edu· cación espiritualista y moral, con la que acepte el concur­so de las fuerzas religiosas, rehabilite en el alina de su pueblo la .fe individualista". (4). No insisto más en este punto, y declaro enfáticamente que mis ideas al respecto no son por sí solas el fruto de mis creencias religiosas, si­no de mis convicciones políticas y de mi gentilicio vene­zolano. 
La incompatibilidad 

Factor de moralidad y de independencia, como lo vie· ne proclamando hace tiempo un denso sector venezolano, es el de la incorppatibilidad entre las funciones legislati· vas y las administrativas y judiciales. Esa norma cl.ebe establecerse, con ciertos tEunperamentos, y conser­varse el sistema bicameral en donde, a lo menos en una de las Cámaras debe haber lo que se llama la representa­ción de los intereses. "Un día -escrfüía Sieyés- se verá que es ésta una cuestión importante". (5) Tal representa· ción, a mi juicio, tendría asiento en la Cámara alta que a menudo representa entidades, y la constituirían delega· dos de la industria, del comercio, de la agricultura, de la cría, de los sindicatos patronales, de los sindicatos obre­ros, de las Universidades, de las Profesiones liberales y del Clero, en un número total no mayor de diez. 
Esta representación sería de fuerzas vivas indiscuti­bles y su designación presentaría el aspecto de la natura­leza. nacional. También me siento inclinado a devolver a las Cámaras las facultades jurisdiccionales para ciertos 

(41 Hamiou M.-Principios de Derecho Público y Constitucional.-Trad. 
española. 

(5)· Esmein, A.-Elements de Droit Constitutionnel Francais et Comparé. 
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delitos cometidos por altos funcionarios, y a aclarar en 
forma que no origine dudas, sus derechos de calificar a 
sus miembros, es decir, de juzgar sobre la validez de las 
"lecciones de ellos. Quitar estos atributos al Poder Judi­
cial produce el enorme beneficio de mantener los Tribu­
nales fuera de Jos ardores de la política, ,lo que los hace 
más respetables, como lo es también el no atribuir a un 
órgano del poder público, relativamente débil como la 
justicia, la a menudo pesada carga de juzgar a funciona­
rios normalmente muy poderosos, dadas las atribuciones 
de que disponen y habida cuenta asimismo de nuestra rea­
lidad. Dicho Parlamento, pues, que por lo demás no de­
bería ser muy numeroso y con sesiones breves, formado 
en lo posible con hombres honestos, constituiría un salu­
dable vrgilante del poder administrador, desempeñaría 
una función nobilísima y sería un timbre de honor para 
una democracia sana, di-sciplinada y jerárquica. 

Democracia y no persona1ismo. 

En Venezuela ha existido un solo poder por excelen­
c�a: el poder ejecutivo. Institución fuerte, legal y mate­
nalmente, parece que por lo mismo debe tener en lo po­
sible una emanacióu lo más directa del pueblo. Su elec­
ción por votación popular en donde concurran, a mi pare­
cer, sólo los alfabetos mayores de edad o emancipados. y 
acaso los jefes de familia con tantos votos adicionales 
cuantos sean sus hijos sometidos a su potestad, es idea 
teóricamente acertada y justa. Y al lado, en la adminis­
tración, la creación de una carrera para ofrecer seguridad 
a -los servidores públicos: para colocarlos al margen d� 
las contingencias de la política y ofrecerlas en la vejez ur 
adecuado subsidio, no a título de merced, sino de recono 
cimiento por sus servicios a 1a Nación. 

La administración de justicia 

Nunca he creído que los jueces deben ser elegidos 
popularmente, y estimo que, cuando se trate de organi­
zar el Poder Judicial nuestra tradición y antecedentes an­
teriores al federalismo guardan en esta materia el mejor 
de nuestros secretos (6). Arbitro de los bienes y de los 

(6) Y. Mi opúsculo La Justicia Crntralizada. 
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intereses superiores del individuo y aun del Estado mis­
mo, los jueces deben gozar de independencia, de ad2cua­
da remuneración y de decisiva estabilidad. No es cosa 
totalmenle desdeñable la idea de que los jueces perma­
nezcan en sus destinos cuanto dure su buen comporta­
miento, como preceptúa la Constitución de los Estados 
Unidos de Norte América, y como decía, entre nosotros, 
la Carta de 1811. Creo igualmente que la Constitución 
debe �rever una justicia administrativa especial, que a­
barcana los actos del Estado ratione materia y ratione 
persone. Al contrario, no participo muchó de la idea del 
Jurado como institución para ,los juicios criminales, si 
bien estimo que para ciertos delitos leves basta el some­
timiento a juicio, hasta sentencia, del indiciado. El Ju­
rado, que responde al concepto del trasla.do de la sobera­
nía popular a la justicia, es una institución cuyos buenos 
resultados están en relación con una extendida cultura 
popular y una larga experiencia política, que nosotros no 
poseemos. (7). 

Bolívar, el Libertador, atribuía a este p·oder una im­
portancia enorme. "La verdadera Constitución liberal, 
escribía, está en los Códigos civiles y criminales, y la más 
terrible tiranía la ejercen los Tribunales por el tremendo 
instrumento de las leyes. El poder judicial contiene la 
medida del bien y del mal de los ciudadanos -continua· 
•ba- y si hay libertad, si hay justicia en la República, son
distribuídas por este poder. Poco importa a veces la or­
ganización política con tal que la. civil sea perfecta; que las
leyes se cumplan religiosamente y se tengan por inexora­
bles como el destino". 18).

La },ora actual

Parece que dentro de breve tiempo la Nación va a
promulgar su vigésima segunda Constitución, acaso su vi­
gésima cuarta si se cuentan las dos reformas parciales su­
fridas por la Carta política de 1.893.

A semejanza de los constituyentes franceses de 1.791,
los parlamentarios vt:nezolanos de 1811 confiaron ]a sal-

(7 J Y. li Nuava Digesta ltakino. 

f8) Constitución de Bolivia.-· ( Preámbuloi. 
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vaguarda de la Constitución a "la fidelidad de los Cuerpos 
Legislativos, de los poderes ejecutivos, jueces y emplea­
dos de la Unión y de las Provincias y a la vigilancia y vir­
tudes de los padres de familia,, madres, esposas y ciudada­
nos del Estado". (9) Igua.1 invocación contuvo la Carta de 
1830, extendiéndola "a los Ministros de -la Religión, a la 
constancia de los patriotas que proclamaron la Indepen­
dencia, al valor de los guerreros que la conquistaron con 
sus armas, y finalmente al amor a la libertad de todos los 
venezolanos". (10). Era un llamado al respeto público; 
peTo esta apelación sentimental ha sido menos fuerte que 
la rígida e inexorable marcha de los sucesos. 

Y desde aquellos días iniciales hasta el momento de 
hoy, hemos reconido un largo camino de más de una cen­
turia, y el voto ingenuo de los padres de la Patria, igno­
rado por muchos, lo ha sido más en la esencia de nuestra 
realidad política. Las numerosas Constituciones, de vida 
media tan fugaz, revelan lo inestable de nuestra existen­
cia institucional en donde parece que no hubiera normali­
dad jurídica. 

Bolívar también creyó un día echar las bases de un 
edificio definitivo. Se le fatigó la mente, su mente d� 
gran constitucionalista americano, ideando instituciones, 
"frenos y contrapesos" para lograr un equilibrio estable. 
Su Senado de Angostura y su Presidencia vitalicia de Bo­
livia responden a sus inspiraciones geniales. Y un día, 
cansado, habló de la falta de fe de los pueblos libertados 
por él, de esta "América ingobernable" como en amarga 
frase la calificaron sus desilusiones. (11 ). 

Los federalistas de la �egunda Federación, los caudi­
llos que fueron la secuela de ésta, durante el último tercio 
del siglo XIX y una gran parte del XX, hablaron asímis­
mo de soluciones definitivas. Guzmán Blanco, entre 
ellos, al reformarse la Carta de 1874 afirmó que ahora ce-

( 9) Capítulo 9.---Disposiciones Generales. Parte final. 

( 10) Parte - final. 

( 1 l l Me,isaje de Angcr.tura. Discurso el Congreso Constituyente de Bo­
livia.-Carta al General Jc;on José Flores, 1 .830, en Lecuna, Cartas 
dal Libertador, tomo 9'' 
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.saba para 5iempre la inestabilidad de la vida social y po­
lítica venezolana. (12). 

Con efecto, cada construcción constitucional t1ene su 
fundamento filosófico. Las Constituciones libera­
les de Estades Unidos y de Europa y de sus im,.tadores, 
han tratado de conciliar las ideas de peder y de libertad. 
"También una fuerte conciencia de liberalismo -escribe 
un jurista argentino- dió particular fisonomía a la ética 
política de Estados Unidos, enlazando la idea de gobierno 
y de poderes, según Montesquieu, con la idea de 1ibertad 
y democracia, según la concepción de Rousseau, ideas am­
bas que influyeron con la misma intensidad e igual senti­
do en ]os hombres de la Argentina de la segunda mitad 
del siglo pasado, y poco antes en los hombres de la revo­
lución, bajo la impresión relativa!mente lejana de la Re­
volución francesa". (13). 

Así también_ Bolívar trató de instaurar una ética po­
lítica que tuviera por objeto "resistir el choque de dos 
monstruosos enemigos que recíprocamente se combaten: 
la anarquía y la tiranía'', que son Ja antítesis de la liber­
tad, cuya defensa expresa e implícita era evidente en su 
sistema. 

Una Constitución que realice el gran 
programa de coordinación 

Creo, por mi parte, que cualquier hombre latino­
americano que pensara sobre los problemas de sus países 
y ambicionara constituir un sistema jurídico que consul­
tara la realidad y las características de estas naciones -y 
aludo sobre todo a Venezuela- se encontraría ante sí con 
una compleja situación: de un lado, una cultura· y una 
economía europeas, y del otro, un medio semi-colonial, 
con masas analfabetas en su mayoría rurales, ausentes de 
la política y de toda intervención en la vida jurídico-so­
cial del Estado. Por ello, pues, un sistema constitucional 
no puede edificarse sino importando literatura y pensa­
miento europeos, y conciliándolos con una filosofía pr:o-

( 12) Mensaje al Cuerpo Legislativo. 1 .88 l. 

113 J. Bielsa, Rafael.-L.:1 Protección Constitucional y el Recurso Extra­
ordinario. 
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pía; en otros' términos, realizando una amalgama de ideas 
que respondiera a la complejidad de dos vidas que coexis­
ten, y 'hasta se excluyen, podríamos decir, en nuestras na­
ciones incipientes. 

Ello tal vez explicaría, en cierto modo, mi propia o­
rientación en los conceptos antes expuestos, que antes que 
míos forman un ha.z común de pensamientos, de ambi­
ciones Y de esperanzas en muchos hombres de buena· vo­
luntad.· 

A mi .JUICIO, la historia venezolana demuestra que los 
princi1)."1cs enemigos que tenemos que combatir son, ade­
más de la anarquía. la ineficacia y la corrupción. La pri­
mera ha producido nuestras revoluciones, nuestras crisis y 
nuestras dictaduras; la segunda, la pobreza de la Nación 
y nuestra derrota administrativa; la tercera, nuestra au­
sencia de convicciones y de amor a la Patria. Quiera el 
Destino, a la. inversa de la tragedia griega, cambiar el rum­
bo de nuestra vida. 

Para combatir la primera yo hago intervenir en nues­
tras instituciones armadas, en la vida administrativa y en 
la vida social del país la clase media que es. lo declaro con 
todo énfasis, el elemento de conjunto. más sano de que 
disponemos en la actualidad. Esta clase puede constituir· 
el más fuerte basamento del orden y de la moralidad ciu­
dadana. Para luchar contra la ineficacia administrativa, 
propugno la reducción de los Estados, la creación de un 
Parlaunento poco numeroso, ya que ambas reformas con­
ducirían a la reducción de la burocracia, para así lograr, 
dentro de· nuestras limitadas reservas aptas, un personal 
no muy numeroso, pero eficiente; así como trmbién. y con 
igual finalidad, la intervención en el Parlamento de aque­
llas fuerzas que podrían aportar un potencial humano de 
especialistas en las principales actividades del Estado; y 
para combatir la corrupción, la intervención cada vez más 
acentuada de las fuerzas religiosas y morales. Por otra 
parte, la idea de una carrera administrativa y judicial, 
y el principio de la incompatibilidad de las funciones, 
combatirían por igual la anarquía. la ineficacia y la co­
rrupción, ya porque producirían estabilidad en la vida de'l 
Estado, contendrían nuestras ambiciones, situarían a cada 
hombre en un plano dado de trabajo, mejorarían los ser· 
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vfcios por l
_
a especialización del funcionario, independiza­

nan a los cn1dadanos llamados a esas tareas v ausentarían 
el te�or y los halagos; porque en verdad no hay nada más 
d_e�dena ble que el oportuniflmo en la justicia y en la po­
]1t1ca. Todo ello, por lo demás, dentro del plano de un 
Estado fuerte y de un régimen de garantías para los ciu • 
dadanos. No hay que olvidar, en fin, que cuando se hace 
una Constitución se está construyendo un instrumento pa­
ra gobernar hombres y no ángeles. 

!La gran conquista 

Yo sé que lo importante en toda esta materia "no son 
las instituciones, sino los hombres"; los elementos reales 
-economía, moralidad, aptitud, cultura- con los cuales '
se opera. y no las leyes. Yo no puedo olvidar aquellas
palabras que el doctor Pedro Gua1, último Presidente de
la Convención de Valencia, pronunció cuando entregaba
al pueblo venezolano la Carta Constitucional en 24 de di­
ciembre de 1858. y que podrían servir de Preámbulo ad­
n:ionitivo a cualquier Ley fundamental: "No olvidéis, 
sm embargo, que la Constitución es un libro, materia iner­
te sin vida ni eficacia sino la inspira el espíritu del pue­
blo; y que sólo el sentimiento, la voluntad, la acción libre 
de todos los asociados en un concurso armónico de esfuer­
zos y de esperanzas la hacen ley vita'!, ley de movimien­
to, ley de altísimos fines para un pueblo virtuoso, activo 
e inteligente". {14). 

Yo sé que por sobre todo hay que conquistar nues­
tros desi�r�os; crear fuentes de vida; sanear y educar pa­
ra el esp1ntu y para la lucha cuotidiana, que es forjar en 
e�, pueblo una mística constitucionaf, porque la Constitu­
c1on es una norma de orden y una expresión de cultura. 
Yo sé que principalmente nuestra ta1·ea máxima es de dis­
ciplina y de trabajo, para estabilizar nuestra existencia. 
ha�ernos aptos, _indepen1izar nuestros ciudadanos, jerar�
qurzar nuestra vida y evitar la corrupción; yo sé que está 
por concluirse todavía" la obra de la conquista y la obra 

1141 V, Alv�rado, lisondro, Historia de la Revc,lución Federal en Vene· 
zuela. 
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de la independencia" (15) yo sé finalmente que entonces, 
cuando hayamos realizado esa transformación intrínseca, 
y sólo entonces, el voto ingenuo de los Padres de la Pa· 
tria se hará esencia y potenéia en la perdurabilidad de 
nuestra vida y surgirá en forma espontánea el anhelo vi· 
gilante y la guarda fidelísima de nuestras mejores Ins· 
tituciones. 

( 15) V. Dr. Manuel Diazc Rodríguez. 
tes en Ciudad Bolívar, 1.927. 

Discurso en el Centra de Estudian· 
Revista "Oriflama". 
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